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I NPFLOEILICC I ON _ 

El presente trabajo de investigación nació de la 

inquietud que despertó en mi el hecho de ver que un Juicio 

laboral tarda un promedio de cuatro años para quedar totalmente 

concluido, y esto, debido a que en un sólo asunto existen tres o 

cuatro ejecutorias y el mismo número de laudos que en apariencia 

pretenden dar cumplimiento a las primeras. 

En el primer capitulo veremos la esencia del derecho 

del trabajo a través de sus principios, primero los que 

encontramos en la Constitución Federal y la Ley Federal del 

Trabajo, en la Doctrina, en la Costumbre y por último en la 

Jurisprudencia. 

En el segundo capitulo mencionaremos lo referente al 

procedimiento laboral ordinario y sus resoluciones. 	En la 

primer parte trataremos lo más importante de cada una de lee 

etapas del juicio, comenzando con la presentación de la demanda 

y concluyendo con el proyecto de laudo; en la segunda parte 

relativa a las resoluciones laborales, éstas, las comentaremos 

por separado y veremos las particularidades de cada una y en 

especial lea del laudo. 



En el tercer capitulo hablaremos del juicio de amparo, 

iniciando con unos breves antecedentes históricos, su naturaleza 

Jurídica, sus basen constitucionales y sus principios 

fundamentales; posteriormente y haciendo hincapié en lo relativo 

a la materia laboral, entraremos al estudio del amparo indirecto 

y del amparo directo, mencionando las autoridades competentes 

para conocer de cada juicio, loe casos en que proceden, los 

requisitos que deben reunir las demandas respectivas y la 

substanciación de cada uno. Como aspecto final de este capitulo 

trataremos las resoluciones de amparo, los tipos y 

características de las sentencias definitivas, loe requisitos 

que deben reunir las sentencias de amparo y los principios que 

las rigen. 

Por último, el cuarto capitulo tendrá por objeto el 

análisis especifico de cada uno de los casos de incumplimiento 

de ejecutorias de amparo directo en materia laboral, las 

circunstancias que los producen y sus consecuencias, además de 

una breve sugerencia que pretende evitar el abuso de la Ley 

Federal del Trabajo, culi como del instrumento de control 

constitucional. 
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CAP I TUL.O 1 

PRINCIPIOS DEL DERECHO DEL TRABAJO 

En el ámbito de aplicación del derecho laboral los 

principios del derecho juegan un papel importantísimo debido a 

que operan como normas Juridicae y como criterios de 

interpretación y aplicación de las mismas. 

1.1 Principios contemplados en la Carta Magna y la Ley 

Federal del Trabajo. 

En nuestra Constitución, base de todas las 

legislaciones mexicanas, los principios de carácter laboral son 

loa llamados principios de justicia social que encontramos 

consagrados en el articulo 123, y son loe siguientes: 

a) Derecho a trabajo digno para toda persona. 

b) Salarios mínimos suficientes para satisfacer las 

necesidades normales de un trabajador y su familia. 

c) Para trabajo igual, salario igual. 

d) Derecho a la participación de las utilidades de las 

empresas. 

e) Derecho a viviendas cómodas e higiénicas. 

f) Derecho a servicios de salud y de seguridad social. 



g) Derecho a la estabilidad en el empleo. 

h) El derecho procesal del trabajo en reivindicatoria 

de la clave trabajadora. 

Estos principian, aunque no acordes a la situación 

económica del país, se hacen realidad a través del derecho 

laboral, el cual otorga protección al trabajador en eu doble 

aspecto: como uno de los factores primordiales de la producción, 

y, como persona humana; es decir, en su calidad de trabajador 

estrictamente, le proporciona lo que a cambio de eu esfuerzo le 

corresponde, y en su calidad de persona humana le da condiciones 

dignas para el desarrollo del trabajo y para bienestar personal 

y de su familia. 

Por lo que respecta a los principios citados por la Ley 

Federal del Trabajo, non parecen de mayor relevancia los 

relativos al proceso laboral, por ser éstos verdaderamente 

significativos en el presente trabajo de investigación, loa 

cuales encontramos sin duda alguna en el primer párrafo del 

articulo 665 que a la letra dice: 

"El proceso del derecho del trabajo será público, 

gratuito, inmediato, predominantemente oral y se iniciará a 

instancia de parte. Las Juntas tendrán►  la obligación de tomar 

las medidas necesarias para lograr la mayor economía, 

concentración y sencillez del proceso". 
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A continuación procederemos a hacer un breve análiniu 

de cada uno de los principios contenidon en el articulo 

anterior. 

Respecto del principio de publicidad, el Maestro Rafael 

De Pina dice quo "es la posibilidad para las partos de tomar 

conocimiento de las actividades del proceso, y para los terceros 

la de asistir a las audiencias".1  

El principio de gratuidad, se refiere a que todas las 

actuaciones relativas a la aplicación de las normas del derecho 

del trabajo son gratuitas. Este principio encuentra su apoyo en 

el articulo 19 de la Ley de la Materia. 

Principio de inmediación, que apunta a la comparecencia 

personal de las parten en la etapa conciliatoria, y tratándose 

de personas morales la comparecencia debe de ser a través de un 

representante o apoderado debidamente acreditado. Tiene apoyo 

en loa artículos 692 y 876 de la Ley Laboral. 

Principio de oralidad, el proceso laboral en 

predominantemente oral, esto implica una mayor fluidez en el 

1  DE PINA, Rafael. Diccionario de Derecho. 21a. ed. Editorial 
Porrúa, S. A. México 1995. Página 426. 
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procceo porque las parten tienen que formular sus réplicas, 

contrarréplicas y objeciones de viva voz, contribuyendo a la 

concentración y economía procesal. 

Principio de instancia de parte, éste ne utiliza en la 

actualidad sólo para instaurar la demanda y como potestad propia 

de lee parten para promover las actuaciones que convengan a sus 

intereses, poniendo en marcha la actividad jurisdiccional y 

dando origen a Bu vez al principio "inquisitorio que ae 

manifiesta en el impulso de oficio y en la participación activa 

de las Juntas en el desarrollo del proceso".2  Este principio 

deriva del articulo 685 del Ordenamiento Legal citado. 

Principio de economía procesal, se refiere a loe cacee 

en que loe conflictos laborales sometidos a la actividad 

jurisdiccional pueden ser susceptibles de resolverse en el menor 

tiempo, con menor esfuerzo y menor gasto. 

"La declaración del derecho, y, sobre todo, mi 

ejecución, deben ser siempre realizadas con prontitud, porque en 

ellas reside el secreto de mantener la paz 'social y la 

integridad de lea situaciones jurídico materiales de cada 

individuo. La demora, ya sea en la declaración del derecho o 

2  CLIMENT BELTRAN, Juan B. Ley Federal del Trabajo. Comentarlos 
y Jurisprudencia. 9a. ed. Editorial Esfinge, S.A. de C.V. México 
1995. Pág. 423. 



bien en la ejecución, lógicamente lesiona loe intereses humanos 

pueetoa en juego 	en cada uno de los canon planteados ante el 

tribunal, el juzgador debe buscar abreviación procesal, 

guardando loa términos prefijados por la ley y ordenando de tal 

manera la escuela del juicio, que haga que la justicia impartida 

por los tribunales laborales sea rápida y expedita. Hay que 

tomar en cuenta, que la mayoría de loe vocee lo que ne pleitea 

en juicio ea tan fundamental para las parten, como lo ee la 

utilidad para el patrón y el salario para el trabajador".3  

Consideramos que es quizá ente principio el que máe Be 

falta en loe procedimientos laborales, prueba de ello ea el 

prolongado tiempo que se ocupa para concluir en definitiva un 

juicio. 

Principio de concentración, en aquel que se manifiesta 

en la acumulación de loe juicios con el objeto de resolver en un 

sólo laudo lee preteneionee formuladas en cada uno, evitando nal 

resoluciones contradictorias Liebre un mismo asunto. También en 

aplicable ente principio en la tramitación general de loe 

incidentes dentro del expediente principal y sólo por excepción 

en cuerda separada; la designación de un representante común 

cuando existen colitigantes, salvo que tengan intereses 

3  BERMÚDEZ CISNEROS. Miguel. Derecho Procesal del Trebejo. 
2a.ed. Editorial Trillas, S.A. México 1989. Pág. 72. 
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opuestos; y la acumulación de loe tren etapas en una sola 

audiencia, es decir, la conciliación, demanda y excepciones, 

ofrecimiento y adminión de prueban. 

Principio de sencillez, el cual pe traduce en la 

ausencia de formalismos en el procedimiento, esto en, que lee 

parten no están obligadas a tu:Balar loa fundamentos legalen en 

que se sustentan sus peticionen. Derivado del numeral 687 de la 

Ley Laboral. 

1.2 Principios de acuerdo a la Doctrina. 

Para comenzar definiremoe qué significa la palabra 

Doctrina, según el Profesor Eduardo García Háynez "se da el 

nombre de doctrina a loo estudios de carácter científico que los 

juristas realizan acerca del derecho, ya sea con el propósito 

puramente teórico de sistematización de 6U8 preceptos, ye can la 

finalidad de interpretar aun normas y eefialar las reglan de au 

aplicación".4  

Aunque en la Doctrina no no ha dicho con exactitud 

cuales son loe principios del derecho del trabajo, la mayoría de 

los eetudioson del derecho laboral expresan desde su punto de 

4  GARCIA MAYNEZ, Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho. 
46a.ed. Editorial Porrúa, S.A. México 1995. Pág. 76. 
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vinta aquellos que consideran como tales. 	Para conocer dichos 

puntos do vista non limitaremos a citar sólo a algunos autores. 

El Maestro Mario De la Cueva considera como principios 

del derecho del trabajo loa que a continuación se citan: 

a) La idea del trabajo como un derecho y un deber 

sociales. 	Principio reconocido por el articulo 3' de ln Ley 

Federal del Trabajo, que dice que el trabajo es un derecho y un 

deber sociales. 

"La concepción moderna de la sociedad y del derecho 

sitúa al hombre en la sociedad y le impone deberes y le concede 

derechos, derivados unos y otros de 1111 naturaleza social: la 

sociedad tiene derecho de exigir de sus miembros el ejercicio de 

una actividad útil y honesta, y el hombre, a su vez, tiene el 

derecho a reclamar de la sociedad la seguridad de una existencia 

compatible con la dignidad de la persona humana".5  

b) La idea do la libertad y el derecho del trabajo. 

Este principio ea reconocido por el articulo 5' Constitucional 

como un atributo esencial de la persona del trabajador, asi "a 

ninguna persona podrá impedírsele que se dedique a le profesión, 

industria, comercio y trabajo que le acomode ..." y por tanto 

"el Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún 

contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la 

5  DE LA CUEV1, Mario. El Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. 
13a. ed. Editorial Porrúa, S.A. México 1993. Pág. 108. 



8 

pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad do la 

persona, ya sea por causa de mi trabajo ...". 

"La libertad del hombre no sufro ni puedo aufrir 

restricción alguna por y durante la prestación de au trabaJo".6  

c) El principio de igualdad y el derecho del trabajo. 

La grandeza de cate principio se refleja en la cuestión relativa 

a lan condicionen de trabajo, idea consagrada en el articulo 56 

de la Ley Laboral que expresa: 

"Art. 56.- Lae condicionen de trabajo en ningún caso 

podrán ser inferiores a las fijadas en esta Ley y deberán per 

proporcionadas (sic) a la importancia de los nervicioe e iguales 

para trabajadoree igualen, sin que puedan establecerae 

diferencias por motivo de rilza, nacionalidad, nexo, edad, credo 

religioso o doctrina politica, calvo lan modalidades 

expresamente consignadas en esta Ley". 

d) La idea de la dignidad humana. El trabajo exige 

reepeto para las libertades y dignidad de quien lo pronta, ani 

lo establece el primer párrafo del articulo 3' y se reglamenta 

en el articulo 132, fracción VI, de la propia Ley de la Materia 

que impone a loa patrones la obligación de guardar a loe 

trabajadores la debida consideración, absteniéndose de mal trato 

de palabra o de obra. Se pone en un plano de igualdad al patrón 

y al trabajador en cuanto a la naturaleza humana. 

e Idea, pág. 110. 



e) La idea de una existencia decorosa. Este principio 

se deriva del contenido del ya citado articulo 3' que expresa 

que el trabajo debe efectuarse en condiciones que aseguren un 

nivel económico digno para el trabajador y su familia. 

"Una existencia docoroaa sólo puede darse si el hombre 

está en condicionen de eatiefacer todas las necesidades 

materiales de él y de su familia, de proveer a la educación, a 

la aneehanza general y a la preparación técnica y universitaria 

de aun hijos, y de aeomarae a loa planos de la cultura, en forma 

que tanto 61 como ou familia puedan desarrollar aun facultades 

fíeicao y eapirituales".7  

Respecto de ente principio, pensamos que en la realidad 

económica que vivimos no se aplica ni por asomo a la clase 

trabajadora, debido a que loa salarios que percibe con 

verdaderamente irrisorios, puco no alcanzan ni para comer 

adecuadamente, mucho menos para satiefacer sus claman 

necesidades. 

f) La responsabilidad y el derecho del trabajo. La Ley 

Laboral, al aehalar en au numeral 3' que el trabajo debe 

efectuarse en condiciones que aseguren la vida y la salud, ee 

está refiriendo a la neguridad que ce lee proporciona a loa 

trabajadores no sólo en materia de riesgos y enfermedades 

7  Idem, pág. 111. 
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derivadas del trabajo, sino también de loe riesgos naturales 

talen como la maternidad, la vejez, la invalidez y la muerte. 

Continuando con otro punto de vista, el Doctor Néstor 

De Buen estima como principios del derecho del trabajo loa 

siguientes: 

a) El equilibrio en las relaciones entre trabajadores y 

patrones, como fin de las normas de trabajo. 	Ente principio 

derivado del articulo 2' de la Ley Laboral; descrito por el 

Doctor De Buen en el sentido de que la función de las normas de 

trabajo "es lograr que disminuya el diferencial que en perjuicio 

del trabajador, resulta de que no se reconozca la plusvalía que 

deriva de su trabado", es decir, que la legislación laboral "es 

protectora de la clase trabajadora y pone a su disposición los 

instrumentos adecuados para obtener del patrón más prestaciones 

que, en un análisis objetivo de costos y sin olvidar la 

plusvalía, procuren a los trabajadores unos ingresos 

proporcionales a la riqueza que ellos generan con su trabajo".8  

b) Justicia Social. 	Este principio tiende a procurar 

la elevación del nivel de vida de loe trabajadores; imponiendo a 

los patrones determinadas reeponsabilidadee para con sus 

trabajadores. Deriva del citado articulo 2'. 

e DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho del Trabajo I. 9a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1994. Pág. 74. 
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c) El trabajo como derecho y deber sociales. Con 

fundamento en el articulo 3' de la Ley Federal del Trabajo, el 

contenido de neto principio, en en primer lugar, el derecho a 

obtener trabajo, entendido como atributo de la persona humana; y 

en segundo lugar, como el derecho a conservar epa. trabajo. 

Por lo que respecta e la obtención del empleo, nata 

sujeto a las condicionen economicen y de seguridad social de 

cada pais; y, respecto al derecho de conservar el empleo, se 

exceptúa cuando hubiere un motivo junto para impedir que se 

continúe en él. 

El derecho a conservar el empleo e que se alude en ente 

inciso, es el conocido con el nombre de principio de estabilidad 

en empleo, mismo del que no gozan loe trabajadores de confianza. 

Por último el Doctor De Buen señala loa principios de 

libertad, igualdad, dignidad y salud, coincidiendo con el punto 

de vista del Maestro Mario De la Cueva. 

Otro jurista, el Maestro José Dávaloa, considera que 

los principien que verdaderamente revisten una influencia 

determinante en la materia laboral son loa siguientes: 

a) La idea del trabajo como un derecho y un deber 

nocialee. Tomado del articulo 123 Constitucional: "Toda persona 

tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil...", y del 

articulo 3' de la Ley Federal del Trabajo: "El trabajo ea un 

derecho y un deber sociales". 
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b) La libertad de trabajo. Este principio significa 

"que el individuo tiene plena libertad para escoger la actividad 

que más le acomode, sin más restricción que la licitud, idea que 

ha sido plasmada en el articulo 5• de la Constitución".9  A esto 

agregaríamos además, que tal libertad se da siempre y cuando se 

respeten loe derechos de terceros y de la sociedad. 

c) La igualdad en el trabajo. Principio que se aplica 

al trato que se le da a todos loa trabajadores por igual, "a 

trabajo igual, desempaftado en empresa o establecimiento, puesto, 

Jornada y condiciones de eficiencia también iguales, deben 

corresponder sueldos y prestaciones iguales".'0  

d) La estabilidad en el empleo. El objeto de este 

principio es proteger a loa trabajadores para que puedan 

conservar su trabajo. En la actualidad que vivimos y la crisis 

económica que sufrimos, consideramos que este principio pierde 

relativa vigencia, y más ante loe frecuentes despidos masivos. 

No obstante lo anterior, el jurista José Dávalos lo concibe como 

aquel principio que tiene por "finalidad proteger a loe 

trabajadores en el empleo, a fin de que tengan, en tanto lo 

necesiten y ami lo deseen, una permanencia más o menos duradera. 

Sin este principio los postulados de igualdad, libertad, y el 

9  DAVALOS, José. Derecho del Trabajo I. 5a. ed. Editorial 
Porrúa, S.A. México 1994. Pág. 22. 
lo Idee, pág. 24. 
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trabajo como derecho y un deber sociales, quedan sin 

sustento".11  

1.3 Principios establecidos por la costumbre. 

La costumbre, considerada en eu aspecto primordial y 

Jurídico, "es una fuente inmediata del Derecho en general, de 

carácter eminentemente primario y principal, determinada por la 

expresión de la voluntad espontánea de determinados individuos, 

mediante la repetición de actos homogéneos y adecuados, durante 

cierto periodo de tiempo". 12 

La costumbre es considerada todavía hasta el siglo XIX 

como una fuente integradora del derecho, sin embargo ante todos 

los cambios que el derecho ha experimentado con una mejor 

estructura, de una manera más completa, su uso ha venido a menos 

en la mayoría de las ramas del derecho, pero es el cano de que 

"en el derecho del trabajo so nos presenta la costumbre como una 

revigorizada fuente de derecho, propiciada por la especial 

circunstancia de que la regulación del trabajo, aún en los casos 

extremos en que se volviese casuística, siempre se enfrentaría a 

situaciones de hecho no legisladas, ya que en la realización del 

11  Ibidem. 
12 NUEVA ENCICLOPEDIA JURIDICA. Tomo V. Editorial Francisco 
Seix, S.A. Barcelona, España 1935. Pág. 386. 
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trabajo siempre encontraremos canoa de grupos determinados que, 

en regiones especificas, viven observando desde lejanos tiempos 

prácticas uniformes sobre las costumbres laborales no reguladas 

por la Ley. 	Por estos motivos debemos considerar que en el 

derecho del trabajo la costumbre vuelve a tomar su ubicación y 

ponderación correspondiente, como una fuente importante del 

derecho".13  

El articulo 17 de le Ley Federal del Trabajo otorga a 

la costumbre un carácter meramente supletorio; no obstante ello, 

si bien es cierto que una costumbre no puede dejar sin efecto 

las disposiciones legales establecidas, también es cierto que 

cabe la posibilidad de que las normas legales que contienen los 

derechos mínimos no sean observadas en virtud de una costumbre, 

en el entendido de que esta última mejore en efecto loa derechos 

mínimos de los trabajadores. 	Por ejemplo: en cierta empresa se 

paga un quince por ciento Me arriba del salario mínimo general 

vigente, se otorga cada seis meses un bono para la adquisición 

de ropa y calzado, se otorga un premio para el mejor empleado 

del mes, etcétera. 

Así tenemos que son precisamente las acciones 

reiterativas, que la ley laboral no contempla, en el 

13  BERWEZ CISNERC.P. 	 Pág. 30. 
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13  EERWDEZ CISIIERC2. 	 Pág. 30. 
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mejoramiento de las condiciones y derechos minimoe laborales por 

parte de algunas empresas, lo que conetituyen los principios 

laboralee consuetudinarios. 

Cabe aclarar que las costumbres de una empresa, 

conocidas también como prácticas empresariales, no son 

extensivas a otra porque generalmente son costumbres 

contractuales propias de la primera; y, para que una costumbre 

pueda invocaren como tal, en necesario que se trate 

efectivamente de una práctica ininterrumpida por largo tiempo y 

que haya perdurado con la aquiescencia del patrón y 

trabaJadores; quedando entendido que para que pueda ser invocada 

en Juicio ea menester que sea en beneficio del trabajador. 

1.4 Principios según la jurieprudencia. 

La jurieprudencia judicial en la interpretación de la 

ley, firme, reiterada y de observancia obligatoria. En materia 

laboral emana de la Suprema Corte de Justicia do la Nación, 

funcionando en Pleno o en Salan (actualmente la Segunda), y por 

los Tribunales Colegiados de Circuito que conocen de la materia 

de trabajo. 

En su significado actual, se reserva para designar la 

interpretación que del derecho vigente dan loe tribunales, que 
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ya mencionamos, de len decisiones contenidas en el gran numero 

de sentencias que se dictan todos loa días se extrae su elemento 

especificamente jurídico, es decir, la valoración Jurídica de 

los hechos propios de cada situación, Para condensarlo en otras 

tantas máximas abstractas, las cuales, de la mima manera que 

sirvieron para decidir una determinada controversia, serán 

eventualmente aplicables cuentas veces se presenten idénticas 

circunstancias de hecho. 

En otro sentido la palabra jurisprudencia tiene don 

acepciones diferentes: "En una de elles equivale e ciencia del 

derecho o teoría del orden jurídico positivo. En la otra, sirve 

para designar el conjunto de principios y doctrinas contenidas 

en lea decisiones de loe tribunales".14  

Asi, tenemos que de la segunda acepción que Be menciona 

en el párrafo en cita, se infiere, que la jurisprudencia está 

compuesta por principios, de los cuales el más importante ea le 

justicia, y en la materia que nos interesa será, claro está, el 

principio de Justicia laboral. 

Lo anterior ae corrobora con el hecho de que el objeto 

del derecho laboral es la justicia social, y siendo la 

jurisprudencia un acto intelectivo que persigue lo junto, 

14  GARCIA BAYNEZ, Eduardo. Op cit. Pág. 68. 
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basándose en criterios que se Juzgan Juntos, tendremos en 

consecuencia que el principio del derecho del trabajo ea el 

mismo que el do la jurisprudencia. 

El principio de lo justo que tienen las 

Jurisprudencias, es en esencia lo que lee da existencia, porque 

éstas nacen con don fines: uno, como ya se dijo, de carácter 

interpretativo de la ley; y otro, como integradoras de las 

lagunas de la ley. 	Si carecieran de este principio no 

aportarían nada benéfico a las partes en cuya controversia se 

están aplicando. 

En loe tribunales laborales es muy frecuente la 

utilización de la jurisprudencia para dar solución a los 

conflictos que len toca conocer, y prueba de ello, es el extenso 

material que existe al respecto. 

En el ámbito laboral, la jurisprudencia jugó un papel 

trascendente en la creación de las actuales leyes del trabajo; 

el jurista Salvador Castro Zavaleta, sefiala el porque de tal 

trascendencia: "el articulo 123 de la Constitución Politica de 

los Retados Unidos Mexicanos sentó las bases del Derecho del 

Trabajo moderno en México, sin que prácticamente existieran 

antecedentes legislativos sobre tal materia ... por ello la 

labor do la Suprema Corte tuvo el mérito de haber sentado 
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principios generales para la aplicación e interpretación de los 

textos constitucionales en esta materia'.15  

De neta simple transcripción podemos deducir que muchos 

de loa principios que constituyen el derecho del trabajo fueron 

aportados por la Jurisprudencia. 

15  CASTRO ZAVALETA, Salvador. 55 Arios de Jurisprudencia Mexicana 
1917-1971. Tomo IV Laboral. Cárdenas Editor y Distribuidor. 
México 1975. Pág. VII. 
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CAPITULO I I 

PROCEDIMIENTO LABORAL ORDINARIO Y SUS 

RESOLUCIONES. 

II.1 Procedimiento laboral ordinario. 

La tramitación y resolución que las Juntan de 

Conciliación y Arbitraje llevan a cabo de los conflicto° 

individuales y colectivos de naturaleza Jurídica, independientes 

a los asuntos que requieren una tramitación especial, están 

establecidos en la Ley Federal del Trabajo. Asi lo prevé el 

articulo 870. 

El Doctor Néstor De Buen dice que "el juicio ordinario 

laboral podría ser calificado de mayor cuantía por comgeración 

con aquéllos que se tramitan en Juicio especial... y ee el que 

más garantida otorga a lee partes...".16  

a) Presentación de la demanda. 

En este momento del procedimiento se hace ejercicio de 

la acción ante el órgano Jurisdiccional, ea decir, de acuerdo al 

18  DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho Procesal del TrabaJo. 3a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1994. Pág. 543. 
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artículo 871 de la Ley de la Materia, el procedimiento se inicia 

con la presentación de la demanda ante la Oficialía de Partes o 

la Unidad Receptora de la Junta competente, quien a su vez la 

enviará a la Junta Especial que corresponda. 

La demanda deberá estar formulada por escrito con el 

número suficiente de copias para poder emplazar a juicio a cada 

uno de los demandados. El promovente, que en lo sucesivo se 

denominará actor, en su escrito de demanda expondrá loe hechos 

en que apoye sus peticiones, incluyendo, según lo considere, la 

exhibición de las pruebas que demuestren sus pretensiones (art. 

872). 

Continuando con los trámites de recepción, la Oficialía 

de Partes donde se entregó la demanda la turnará a la Junta 

competente el mismo día de su presentación antes de que acaben 

sus labores. Recibido en tiempo el escrito de demanda, la Junta 

dictará un auto dentro del término de veinticuatro horas 

siguientes a la presentación de la misma, señalando día y hora 

para la celebración de la primera audiencia que conocemos como 

Audiencia de Conciliación, Demanda y Excepciones, Ofrecimiento y 

Admisión de Pruebas, la cual deberá llevarse a cabo dentro de 

los quince días siguientes contados a partir del día siguiente 

al en que se haya presentado la demanda_ 



En el primer acuerdo al que aludimos en el párrafo 

inmediato anterior, la Junta ordenará la notificación pernonal a 

laa parten, la que deberá realizaran por lo menos con diez días 

de anticipación e la fecha señalada para In celebración de la 

primera audiencia, debiendo ser entregadas a las parten copias 

cotejadas de la demanda y formulando el apercibimiento a la 

parte demandada que de no comparecer Be le tendrá por inconforme 

con todo arreglo, por contestada la demanda en nentido 

afirmativo y por perdido su derecho a ofrecer pruebas. 

En el cano de que el trabajador o BUS beneficiarios 

sean la parte actora e incurrieran en alguna irregularidad u 

omisión en el escrito inicial de demanda, de oficio, la Junta 

señalará las fallas de que adolece y loe prevendrá para que en 

el término de tren días formulen sun correcciones (art. 873). 

Respecto a las notificaciones el numeral 874 nos habla 

de que "la falta de notificación de alguno o de todos loe 

demandados, obliga a la Junta a señalar de oficio nuevo día y 

hora para la celebración de la audiencia, salvo que las partes 

concurran a la misma o cuando el actor Be deninta de las 

accionee intentadas en contra de loe demandados que no hayan 

sido notificados. 

Las partes que comparecieren a la audiencia quedarán 

notificadas de la nueva fecha para su celebración, a las que 



fueron notificadas y no concurrieron, se lee notificará por 

bolotin o en entrados de la Junta, y lan que no fueron 

notificadas ESU leo hará personalmente". 

b) Etapa de conciliación. 

En primer lugar, por conciliación entendemos "el 

acuerdo celebrado entre quienes ce encuentran ante un conflicto 

de interesen, con obJeto de evitar un juicio o poner rápido fin 

a uno ya incoado sin correr todos loa trámites que, en otro 

cano, carian preciaos para concluirlo".17  

Se trata de un trámite previo al arbitraje y está 

regulado por el articulo 876 de la Ley Federal del Trabajo, que 

a la letra eatablece: 

"Art. 876.- La etapa conciliatoria se desarrollará en 

la siguiente forma: 

I. Las partes comparecerán personalmente a la Junta, 

sin abogados patronos, asesores o apoderados; 

II. La Junta intervendrá 	para la celebración de 

plátican entre las parten y exhortará a las mimas para que 

procuren llegar a un arreglo conciliatorio; 

III. Si las partes llegaren a un acuerdo, se dará por 

terminado el conflicto. El convenio respectivo, aprobado por la 

17  DE PINA, Rafael. Op cit. Pág. 178. 
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Junta, producirá todos loe efecton Juridicoo inherentes a un 

laudo; 

IV. LEIB partes de comía►  acuerdo, podrán solicitar se 

suspenda la audiencia con objeto de conciliarse; y la Junta, por 

una sola vez, la suspenderá y fijará au reanudación dentro de 

los ocho diae eiguientes, quedando notificadas las parten de la 

nueva fecha con los apercibimientos de Ley; 

V. Si las partes no llegan a un acuerdo, Be lea tendrá 

por inconformes, pasando a la etapa de demanda y excepciones; y 

VI. De no haber concurrido las parten a la 

conciliación, Be les tendrá por inconformes con todo arreglo y 

deberán presentarse personalmente a la etapa de demanda y 

excepciones". 

Cabe comentar que debido a la efectividad que la 

conciliación tiene en el Derecho Procesal del Trabajo, ae ha 

convertido en toda una característica de los procesos modernos 

puco lo que se persigue en el acuerdo entre las partes poniendo 

solución pronta a una gran cantidad de conflictos planteados 

ante los tribunales laborales. 

Para contar con un punto de vista más técnico respecto 

de la conciliación, non permitimos transcribir la tenis aislada 

emitida por la que fuera la Cuarta Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 
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Federación, Sexta Epoca, Volumen LXXX, página 13, que en lo 

conducente dice: "CONCILIACION, ESENCIA JURIDICA DE LA. 	La 

conciliación ea la parte del proceso laboral que ea caracteriza 

por buscar un avenimiento entre el capital y el trabajo, con la 

finalidad expreeada por el constituyente desde las discusiones 

del articulo 123 de nuestra Constitución Politica Federal, de 

que ae llegue a una solución amistosa que evite, por una parte, 

los trámites molestos y engorrosos, a la par que tárdados en 

múltiples ocaeionen, de un Juicio en la forma establecida por 

nuestras leyes; por otra, el desamparo en que quedan loa 

trabajadores ante los desigualen intereses que ea oponen, cuando 

existe una razón Justificada en sus pretensiones o cuando loe 

dependientes económicos del trabajador dejan de recibir 

bruscamente y sin operar otros elementos que lee causales 

circunstanciales, lo necesario para nubeistir. En todas actas 

eituaciones se han buscado fórmulas conciliatorias que permitan 

al patrón reconocer eu responsabilidad directa o indirecta en un 

acto derivado del trabajo y de ahi que la función de nuestro 

procedimiento laboral está encaminada, en esencia, a encontrar 

esas fórmulas con la ayuda de la autoridad del trabajo... 

Animismo se encuentra establecido en nuestra legislación 

laboral, que la opinión de los conciliadores en forma alguna ae 

impone a las partes interesadas, sino que sólo se les da a 

conocer para que la acepten o la rechacen y para que, en casta 
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Ultima situación, ocurran en arbitraje a dirimir nue diferencias 

legales por los medios que la propia ley prevé...". 

e) Etapa de demanda y excepciones. 

Ea precisamente en esta etapa del procedimiento cuando 

ce establece la litio y se integra la relación Jurídico procesal 

que ee inició con la presentación de la demanda y la subsecuente 

actividad del órgano jurisdiccional. 

El articulo 878 de la Ley Federal del Trabajo oefiala 

loe distintos momentos que integran la etapa de demanda y 

excepciones, misma a loe que a continuación non referiremos 

sucintamente: 

Se inicia con la exhortación que hace el Presidente de 

la Junta a las partes para que tse concilien, pero mi ineieten en 

la negativa, el actor expondrá cu demanda, ratificándola o 

modificándola, precisando loe puntos petitorios, y ci lo desea 

podrá plantear nuevas pretensiones. 	Si el actor es el 

trabajador e incurriera en errores o irregularidadea en BU 

escrito inicial o en las adicionee al mismo, la Junta lo 

prevendrá para que realice la enmienda correspondiente en ene 

momento. 
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Hecho lo anterior, el demandado procederá e dar 

conteetación a la demanda en forma verbal o escrita, y deberá 

oponer ami excepciones o defensas, debiendo referirse a todos y 

cada uno do loa hacheo argumentadoa en la demanda, afirmándolon 

o negándolos, y declarando loe que desconozca cuando no le sean 

propios. El silencio y lee evasivae harán que BC tengan por 

admitidos loa hechos cobre los que no exista controversia, y no 

podrá admitirse prueba en contrario. 

En el caco de que se opusiera la excepción de 

incompetencia, ello no librará al demandado de dar contestación 

a le demanda, y si no lo hiciera y la Junta pe declarara 

competente para conocer del asunto, ea le tendrá por contentada 

la demanda en sentido afirmativo. 

Las parten podrán replicar y contrarreplicar, pero sólo 

se podrá hacer por una vez y de manera breve. 

El demandado puede reconvenir al actor, en cuyo 

supuesto el actor reconvenido dará contestación al momento o 

podrá solicitar a la Junta se acuerde la suspensión de la 

audiencia y ~alar para su continuación una fecha dentro de loe 

cinco d'ele siguientes. 



27 

Le etapa en comento ne celebrará aun ein la presencia 

do lee partes. 	En el caso de que fuera el actor el que no 

compareciera ne lo tendrá por reproducido en vía de demanda nu 

comparecencia o escrito inicial. 

Si el demandado no asinte, se le tendrá por contentada 

la demanda en sentido afirmativo, ein perjuicio de que en la 

siguiente etapa demuestre que no existía relación laboral con el 

actor, quo no hubo despido o que no non elenco loe hechos 

alegados en la demanda (art. 879). 

Concluida ceta etapa se pasa a la siguiente, salvo el 

cano de que las parten estén de acuerdo con los hechos, y la 

controversia quede reducida a un punto de derecho, ee declarará 

cerrada la instrucción. 

d) Etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas. 

En esta fase del juicio lea parten tendrán que 

demostrar el origen de BUS afirmaciones aportando lea pruebas 

necesarias; entendiendo jurídicamente que "probar ea establecer 

la existencia de la verdad, y las prueban non loa divereoe 
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median por loe cuales la inteligencia del hombre llega a 

descubrir la realidad objetiva-.113  

El articulo 880 de la Ley Laboral reglamenta esta etapa 

del procedimiento y nos [señala que en el actor quien en primer 

término deberá presentar las prueban respecto de los hechon 

controvertidos y luego será el demandado quien len ofrezca, 

pudiendo objetarlas recíprocamente. 

Se podrán presentar nuevas pruebas, siempre que se 

relacionen con las exhibidas por la contraparte y que no se haya 

cerrado esta etapa. Cuando el actor tenga que presentar prueban 

de hechos desconocidos invocados por el demandado en su 

contestación, podrá solicitar que la audiencia se suspenda por 

espacio de diez días a fin de que no puedan preparar las pruebas 

respecto de esos hechos. 

Las pruebas se ofrecerán de acuerdo a len disposiciones 

establecidas en el Capitulo XII de la Ley Federal del Trabajo, 

denominado De las Pruebas; y, cuando pe concluya el 

ofrecimiento, la Junta resolverá sobre las prueban que admitan 

y las que se desechan, dictándose el acuerdo respectivo. 

1113  TENA SUCK, Rafael y Hugo ¡talo florales. Derecho Procesal del 
Trabajo. 4a. ed. Editorial Trillas, S.A. México 1995. Pág. 111. 
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Concluida la etapa de ofrecimiento y admisión de 

prueban, sólo ce admitirán len que versen cobre hechos 

nupervenienteu o leo que tengan como fin probar tachan en contra 

de testigos tal como lo prevé el numeral 881. 

En el cano, poco común, de que las parten estén de 

acuerdo con len hechos, la controversia se limita únicamente a 

un punto de derecho; y como el derecho no es objeto de prueba, 

las parten no están obligadas a aportar prueba alguna. 	De 

ocurrir ami, se cierra esta etapa y ae pasa inmediatamente a los 

alegatos y acto continúo el pronunciamiento del laudo. 

Ahora bien, en otro orden de idean, la Ley dice que 

corán aceptados todos lo medios de prueba que no sean contrarion 

a la moral y al derecho (art. 776); ademán señala lea pruebas 

que de manera tradicional se admiten en la mayoria de los 

procedimientos. A continuación aludiremos brevemente a cada una 

de ellas y citaremos los articulan que las regulan: 

1. Confesional, en "el reconocimiento, expreso o 

tácito, que hace una de las partes de hechos que le son propios, 

relativos a len cuestiones controvertidas y que le 

perjudican".19  

19  PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. 
21a. ed. Editorial Porrúa, S.A. México 1994. Pág. 175. 
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Articuloe 786 el 794 de la Ley Federal del Trabajo: 

2. Documental, hay de don tipos: 

a) Documental pública, que de acuerdo al numeral 795 es 

aquella "cuya formulación está encomendada por la Ley a un 

funcionario investido de fe pública, así como loa que expida en 

ejercicio de nue funciones". 

b) Documental privada, contrario a la anterior, ésta os 

formulada por particulares o por persona que carece de fe 

pública. 

Articulon 795 al 812 de la Ley Federal del Trabajo. 

3. Testimonial, ea aquella "que se basa en la 

declaración de una persona ajena a lea partes, sobre los hechos 

relacionadon con la litio que hayan sido conocidoa directamente 

y a través de sus sentidos por ella. A esta persona se le 

denomina testigo". 20 

Articulo 813 al 820 de la Ley Federal del Trabajo. 

4. Pericial, consiste en el estudio y examen de uno o 

más aspectos de la litie, que con base a conocimientos 

20 DICCIONARIO JURIDICO MEXICANO. UNAM. Vol. IV. 6a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1993. Pág. 3086. 
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cientificon, técnicos o de algún arte, realizan personan 

debidamente capacitadea y autorizadas para ello. 

Articulo 821 al 826 de la Ley Federal del Trabajo. 

5. Inspección, es el estudio y la verificación directa 

que lleva a cabo la Junta de hachee o circunatanciae de un 

juicio, para dar fe de la exintencia de documentos, colma o 

lugares que deben per examinado° a solicitud de lea parten. 

Artículou 827 al 829 de la Ley Federal del Trabajo. 

6. Presuncional, definida por el artículo 830 de la 

siguiente forma: "presunción ea la consecuencia que la Ley o la 

Junta deducen de un hecho conocido para averiguar la verdad de 

otro desconocido". 	Existen dos clanes de presuncional; la 

primera ea la legal, considerada ami por eatableoimiento expreso 

de la Ley; y, la segunda, ea la humana que ne produce cuando de 

un hecho probado correctamente ee obtiene otro como consecuencia 

del primero. 

Articulo 830 al 834 de la Ley Federal del Trabajo. 

7. Instrumental de actuaciones, que como el propio 

numeral 835 lo expone, es "el conjunto de actuaciones que obran 

en el expediente, formado con motivo del Juicio". 

Articuloa 835 y 836 de la Ley Federal del Trabajo. 
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8. Fotografías y, en general, aquellos median aportados 

por loe descubrimientos de la ciencia. 

Lea pruebas deberán ofrecerse acompañad/te de todos loe 

elementos necesarios para su desahogo y en el mismo acuerdo en 

que sean admitidas la Junta señalará dia y hora para que tenga 

verificativo la audiencia de desahogo de prueban "quo deberá 

efectuarse dentro de los diez días hábiles siguientes, y 

ordenará, en su caso, se giren los oficios necesarios para 

recabar los informes o copies que deba expedir alguna autoridad 

o exhibir persona ajena al juicio y que haya solicitado el 

ofrecimiento, con los apercibimientos aefialadoe en la Ley; y 

dictará las medidas que sean necesarias, a fin de que el dia de 

la audiencia se puedan desahogar todas las pruebas que se hayan 

admitido. 

Cuando por la naturaleza de las pruebas admitidas la 

Junta considere que no es posible desahogarlas en una sola 

audiencia, en el mismo acuerdo señalará los días y horas en que 

deberán desahogarse, aunque no guarden el orden en que fueron 

ofrecidas, procurando se reciban primero las del actor y después 

las del demandado. Este periodo no deberá exceder de treinta 

días" (art. 883). 
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El denahogo de las prueban Be llevará a cabo de acuerdo 

a leo disposiciones que la Ley Laboral establece en el articulo 

884 procurando que lea que primero ee deeahoguen sean lee de la 

parte trabajadora, y poeteriormente lee del demandado. 

e) Alegatos. 

La Ley Federal del Trabajo, en la fracción IV del 

articulo 884 previene que en la misma audiencia de desahogo de 

pruebas, ya concluida, ee podrán formular loe alegatos. 

Ahora bien, por alegatos entendemoe el razonamiento 

verbal o escrito que hacen las partes por el o por medio de trua 

abogados o representantes, para demostrar que la justicia caté 

de au lado. 

Para enriquecer un poco más el concepto de alegatos 

citamoa la tesia de juriaprudencia número 317, consultable en el 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Tomo V, 

Segunda Parte, página 311, que lo conducente dice: "NULIDAD, 

JUICIO DE. ALEGATO. NO DEBEN INTRODUCIRSE ELEMENTOS NUEVOS A LA 

CONTROVERSIA. ...el término alegato ... dentro de la doctrina 

Jurídica se le delimita y estudia ... con un sentido amplio y 

uno estricto. 	AB' se aprecia que loe alegatos son los 

razonamientoa por loa cuales ee pretende convencer al juez de 
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que se tiene la razón, por un lado; y, por otro, tratándose de 

loe "alegatoo de bien probado", oe dice que son aquelloo 

razonamientos hacho© después de que se han rendido las probanzas 

y antes de citación para sentencia, en loe que esencialmente, 

quien los formula manifiesta las razones por las que las prueban 

aportadas al juicio deben dar convicción al juzgador para 

decidir en su favor, arguyéndose también las incongruencias de 

la contraparte. En cualquiera do los dos canoa loe alegaton ae 

agotan en el hecho de ser una especie de reiteración de lo 

manifestado dentro del Juicio y de que las prueban que obran en 

autos abonan a la pretensión propia... loe alegatos no forman 

parte de la litio, en virtud de que no tienen por objeto el 

aportar argumentos ni prueban nuevas al juicio, sino tan sólo el 

de reiterar que se tiene la razón y hacerle patente al Juzgador 

que con len pruebas aportadas al ne acredite la propia 

pretensión ...". 

Cuando lan partes hayan formulado SUB alegatos, el 

Secretario de la Junta realizará una certificación de que no 

existen prueban pendientes por desahogarse, declarando cerrada 

la instrucción para pasar a la siguiente etapa del juicio. 
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f) Resolución. 

Cerrada la instrucción, como lo emítala el articulo 885 

do la Ley de la Materia, dentro de loe diez dicto siguientes, nc 

procederá a formular por escrito un proyecto de reaolución en 

forma de laudo, definido este último como "resolución de equidad 

que pronuncian los representantes de lan Juntan de conciliación 

y arbitraje cuando deciden sobre el fondo de un conflicto de 

trabajo, la cual se ajusta en au forma a las disposiciones 

juridicas aplicables".21  

El proyecto do resolución aludido deberá contener, 

cagón el articulo 885 de la Ley Laboral, loa siguientes 

requisitos: 

Un extracto de la demanda y de la contestación, 

réplica y contrarréplica; y en au cano, de la reconvención y 

contestación de la misma; 

II. El señalamiento de loa hechos controvertidos; 

III. Una relación de lan pruebas admitidas Y 

desahogadas, y au apreciación en conciencia, seftalando los 

hechos que deban considerarse probados; 

IV. Las conaideraciones que fundadas y motivadas ae 

deriven, en au cano, de lo alegado y probado; y 

21 Idem. Vol. III. Pág. 1928. 
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V. Loa puntos resolutivos." 

Cuando el Secretario Auxiliar de la Junta haya 

formulado el proyecto de laudo entregará a cada uno de loe 

miembros de la Junta una copia del mismo. Si so advirtiera que 

existen prueban pendientes por desahogar, sin causa imputable a 

las partes, loe miembros do la Junta contarán con cinco dina 

hábiles, contados al día siguiente al de haber recibido la 

copia, para solicitar quo se lleven a cabo las diligencian 

pendientes, o bien, ni juzgan necesario para el esclarecimiento 

de la verdad la realización de cualquier diligencia. De ser nal 

la Junta citará a las partes, oeflalará en su caso, dia y hora 

para el desahogo, dentro de un término de ocho días, de aquellas 

pruebas que no ae llevaron a cabo o para la práctica de las 

diligencias solicitadas (art. 8(16). 

Una voz que ae efectué lo nenalado en el párrafo 

inmediato anterior, el Presidente de la Junta citará a los 

integrantes de la misma para llevar a cabo la discusión y 

votación del proyecto de resolución. 

La discusión y votación del proyecto de laudo se 

llevará a cabo en sudan de la Junta, teniendo determinadas 

formalidades que cumplir y el articulo 8B8 del Ordenamiento 

legal tantas yacen citado, señala cuáles non: 
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"I. Se dará lectura al proyecto de resolución, a loa 

alegaton y obnervacionen formuladas por las partes; 

II. El Presidente pondrá a discusión el negocio con el 

resultado de lan diligencian practicadas; y 

III. Terminada la diecunión pe procederá e la votación 

y el Presidente decidirá el resultado". 

Si el proyecto de renolución ce aprobara sin adicionen 

ni modificaciones, se elevará a la categoría de laudo y se 

firmará de inmediato por loe miembroe de la Junta. En cano 

contrario, ni el proyecto se le hicieran modificaciones o 

adicionen, se ordenará al Secretario que de inmediato redacte el 

laudo que contenga las enmiendas, de ser nal el resultado ae 

hará constar en acta. (art. 889). 

El articulo 890 alude a la palabra engrosar que 

significa "agregar a loe ~ton resolutivos ya formulados, la 

exposición de los fundamentos de hecho y de derecho que lee 

sirven de apoyo, y el proemio del fallo".22  

Ahora bien, engrosado el laudo, los miembros de la 

Junta que votaron, lo firmarán, acto seguido el Actuario 

procederá a notificarlo personalmente a las partes. 

22 PALLARES. Eduardo. Op cit. Pág. 39. 
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11.2 Reeolucionee laborales. 

La Ley Federal del Trabajo, en eu Titulo Catorce, 

Capitulo XIII, clasifica loe tipos de resolucionee que los 

tribunales laborales dictan, y dice que las mismas se dictarán 

por las Juntan en el acto que concluya la diligencia respectiva 

o dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a aquellaa en 

las que reciba promociones por ~rito, salvo dieposición 

contraria de la Ley (art. 838). 

Antes de entrar al estudio de cada tipo de resolución, 

diremos lo que éstas Dignifican de modo genérico, son simple y 

sencillamente "loe actos del tribunal por loo que éste decide 

sobre las cuestiones que se le plantean, ya pelan pobre el fondo, 

ya sean de carácter procesal".23  

a) Acuerdos. 

Son reaoluciones que se refieren a simples 

determinaciones de trámite o cuando deciden cualquier cuestión 

dentro del negocio (frac. I, art. 837). 

23  DICCIONARIO JURIDICO ESPASA. Editorial Espesa Calpe, S.A. 
Madrid 1993. Pág. 879. 
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Ente tipo de resoluciones tienen por objeto la 

tramitación y ordenación material del proceso. 	Por ejemplo, a 

groao modo, la primera resolución que la Junta dicta cuando 

recibe la demanda es un acuerdo en el que ordena la apertura de 

un expediente; admite la demanda interpuesta en via ordinaria 

por la parte actora en contra de la demanda; seBala fecha para 

la celebración de la audiencia de conciliación, demanda y 

excepciones, ofrecimiento y admisión de pruebas; formula 

apercibimiento a la demandada; ordena la notificación personal a 

lan partes, dando instrucciones al personal de la Junta do la 

manera en que debo conducirse para realizar la notificación; 

etcétera. Ea de hacerse notar que la Junta menciona y debe 

mencionar siempre el fundamento legal del contenido de sus 

acuerdos. 

b) Reeoluciones interlocutoriae. 

También llamadas autos incidentales, la Ley Laboral, en 

la fracción II del articulo 837 lee define como lee reaolucionee 

que ese dictan cuando se reeuelve dentro o fuera del juicio un 

incidente. 	Este tipo de resolucionee decide cuestiones 

importantes que afectan los intereses de loa litigantes, pero 

son diatintoe de la cuestión de fondo, ea decir, del objeto 

principal. 
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Ahora bien, a caen cuestiones importantes en len 

denomina incidentes, entendiéndose por éstos, todan las 

controversias que sobrevienen en el curso de un asunto o negocio 

y que tienen con éste alguna relación. 

La Ley de la Meterla hace un clasificación de Ion 

Incidentes entre loa que tienen un procedimiento especial y loe 

que tienen una regulación general; loa primeros son los llamados 

de previo y especial pronunciamiento (nulidad, competencia, 

personalidad, acumulación y excusas), loe cuales se 

substanciarán en la misma pieza de autos; y loe segundos, loa 

que al no poner obstáculos al seguimiento de la demanda 

principal se substancian en pieza separada, sin suspender el 

curso de aquella. 

Cuando se promueve un incidente dentro de una audiencia 

o diligencia, se substanciará y resolverá de plano, oyendo a las 

partes, continuándose el Procedimiento de inmediato. 	En 

tratándose de incidentes de previo y especial pronunciamiento, 

dentro de las veinticuatro horas siguientes se señalará día y 

hora para la celebración de le audiencia incidental en la que se 

aportarán lea pruebas que se estimen pertinentes, Y Ya 

desahogadas se pronunciará la resolución interlocutoria. 
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Estas resoluciones interlocuterian ne dictarán con 

toda❑ las formalidades que la Ley ontablece para el 

pronunciamiento del laudo pero con lea particularidades que cada 

cuestión incidental tiene; incluso, la Junta aplicará loa mismo❑ 

principios que se utilizan para la apreciación de las pruebas en 

la reoolución principal. Ademán deberá expresar los motivan y 

fundamentos legalee en que apoye uue fallen. 

c) Laudos. 

Definidos por la propia Ley Laboral como las 

resolucionea que deciden sobre el fondo del conflicto (frac. 

III, art. 837). 

Considerado por el Doctor Néstor Do Buen como la más 

importante de las resoluciones laboralea, opinión que 

compartimos por la trascendencia que el laudo implica en el 

presente trabajo. 

Inicialmente el laudo debe contener loa siguientes 

requisitos: 

"Art. 840.- El laudo contendrá: 

I. Lugar, fecha y Junta que lo pronuncie; 

II. Nombres y domicilios de las parten y de sus 

representantes; 
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III. Un extracto de la demanda y eu conteutación que 

deberá contener, con claridad y concisión, las peticiones de lan 

parten y loa hechos controvertidos; 

IV. Enumeración de lao pruebas y apreciación que de 

ellas haga la Junta; 

V. Extracto de los alegatos; 

VI. Lae razones legales o de equidad; la jurisprudencia 

y doctrina que lee sirvan de fundamento; y 

VII. Loa puntos resolutivos." 

Relativo a loa requisitos que anteceden non permitimos 

tomar de las palabras del Doctor Néstor De Buen, lo siguiente: 

"En una primera parte que seria el introito o proemio, 

ae hace referencia con la frase "Viatos loe presentes autos..." 

a la identificación que exige la Ley en loa apartados I y II. 

La segunda parte que suele denominarse "Reaultandoe", 

expresa loa antecedentes de la reclamación y, por regla general, 

cumple con las exigencias de las fraccionen III, IV y V ... ya 

que fija la litio, enuncia las prueban y resume, al loa hay, los 

alegatos. 

La tercera parte, denominada "Considerandos", contienen 

lea apreciaciones de la Junta sobre la carga de la prueba y la 

manera como se ha cumplido o no con ella y establece las razonen 

por las cuales la Junta entizna o no procedentes las pretensiones 
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o excepciones y defenuan planteadas resolviendo, de hecho, en 

ene capitulo. 

Lo puntos resolutivos con, simplemente, las 

conoecuencian que la Junta extrae de las razones Incluidas en 

los considerandos y que determinan la absolución o la 

condena".24  

La facultad de las Juntas en la emisión de loo lauden 

está expresada en el articulo 841 que a la letra dice: 

"Art. 841.- LOB laudos se dictarán a verdad cabida y 

buena fe guardada, y apreciando loe hechos en conciencia, sin 

necesidad de sujetarse a reglan o formuliomou /sobre estimación 

de pruebas, pero expresarán loo motivos y fundamenten legales en 

que no apoyen". 

En cuanto a la verdad Bebida podriamos decir que 

"corresponde a la impresión que el denarrollo del Juicio ha 

venido creando en loa representantes que integran los tribunales 

de trabajo",26  y por lo que respecta a la buena fe guardada, 

pensamos que corresponde al proceder leal y sincero de la Junta. 

24  DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho Procesal del Trabajo. Op cit. 
Pág. 479. 
25 DE BUEN LOZANO, Néstor. La Reforma del Proceso Laboral. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1980. Pág. 88. 
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La apreciación de loe hechos en conciencia, sin 

eujetaree a reglan o formuliemos respecto a la estimación de 

prueban pe refiere a una interpretación racional y lógica, 

especialmente apoyada en las constancias de autos. 

La expresión de loe motivos y fundamentos legales 

cumple con un requisito establecido en el articulo 16 

Constitucional, que exige que todo mandamiento escrito de 

autoridad debe estar fundado y motivado. Ani se pronunció la 

anterior Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la tesis jurieprudencial visible en la página 18, del 

Informe rendido por su Presidente en el ano de 1973, que a la 

letra dice: "FUNDAMENTACION Y HOTIVACION. De acuerdo con el 

articulo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad 

debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, 

entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión 

el precepto legal aplicable al cano y, por lo segundo, que deben 

señalarse, con precisión las circunstancian especiales, razonen 

particulares o causas inmediatas que ce hayan tenido en 

consideración para la emisión del acto siendo necesario, ademán, 

que exista adecuación entre loe motivos aducidos y las normas 

aplicables; en decir, que en el cano concreto ee configuren las 

hipótesis normativas". 
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Por otra parte, los laudos deben toner ciertas 

características, la falta de ellen son motivo de muchos Juicios 

de amparo. Non referimos a las caracterintican enunciadse en el 

articulo 842, que reza: "Los laudos deben ser clarea, precisen y 

congruentes con la demanda, contestación y demás pretennionee 

deducidas en Juicio oportunamente". 

De lo anterior, resulta interenante exponer por 

separado cada característica señalada. 

Aul, claridad, debe entenderse según la naturaleza 

social de la justicia laboral, como la necesidad de que lee 

resoluciones lea puedan entender loa trabajadores, evitando el 

uso de tecnicismos Jurídicos. 

Precisión, entendiéndose por ésta, la atención al 

problema en ni mismo, objetivamente. Por ejemplo, se debe no 

sólo referir a las prueban, eine también atender a 6U adecuada 

valoración. 

Congruencia, "se produce cuando en el laudo ee resuelve 

sobre pretensiones oportunamente deducidas y sobre las 

excepciones y defensas planteadas".28  La congruencia también 

26  DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho Procesal del Trabajo. Op cit. 
Pág. 500. 
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debe aplicarse entre lee diverean parten del laudo, en decir, 

por citar un cano, que loa resolutivos sean acordes con los 

considerandos. 

En otro orden de ideas, loe artículos 843 y 844 de la 

Ley de la Materia, non indican la forma en que ee precisará la 

condena de prentacionee económicas. Se debe determinar en loe 

laudos el salario que sirva do base a la condena, 

cuantificándose la prestación a que la misma Be refiere y 

Definiendo las medidas con arreglo a las cuelen deberá cumplirse 

con la resolución. Sólo por excepción podrá ordenarse que Be 

abra el incidente de liquidación. Cuando inútilmente Be abre el 

incidente de liquidación, sólo ee propicia la dilatación 

excesiva de la ejecución del laudo, suceso que redunda en 

perjuicio de loa trabajadores que obtuvieron resolución 

favorable. 

En el articulo 645 ee consigna el cano de que alguno o 

todon lo repreaentantee de los trabajadores o de loe patrones 

ante la Junta, que concurran a la audiencia o diligencia ee 

nieguen a votar la resolución, serán requeridos por el 

Secretario, quien len indicará lee responsabilidades en que 

incurren ni no lo hacen. Si persiste la negativa, el Secretario 

levantará un acta circunstanciada a efecto de que se someta a la 

consideración de la autoridad respectiva, a fin de que determine 
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la responsabilidad en que hayan incurrido según loe artículos 

671 al 675 do la misma Ley Laboral. 

Si votada una resolución, uno o más de los 

representantes ante la Junta, se niega a firmarla, serán 

requeridos por el Secretario, si insisten en su negativa, previa 

certificación del mismo Secretario, la resolución producirá sus 

efectos legales, sin perjuicio de las responsabilidades en que 

hayan incurrido los omisos (art. 846). 

Cuando el laudo es notificado a las parten, éstas 

contarán con tres dial hábiles para solicitar la aclaración del 

mismo, respecto de errores o para que se precise algún punto 

especifico de lo que se quiso decir, sin embargo, el sentido de 

la resolución ya no podrá variar (art. 847). 

La aclaración del laudo no debe entenderse como un 

recurso, y su tramitación no interrumpe el término para 

impugnarlo a través del juicio de amparo. 

En contra do las resoluciones do las Juntan no procede 

recurso alguno y tampoco las Juntas pueden revocarlas sin 

perjuicio de la responsabilidad en que puedan incurrir los 

miembros que las hubieran dictado (art. 848). 
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CAP I TUI-C) I I I 

ASPECTOS GENERALES DEL JUICIO DE AMPARO 

III.1 Breves antecedentes históricos. 

Sabemos que el origen de lo que ahora conocemos como 

control constitucional viene de épocas muy remotas, y que antes 

de que en nuestro pais (se utilizara ente figura jurídica, ye en 

otros palees era practicado como un control jurídico de 

legalidad, tema que requeriría para su estudio de una obra 

completa, por tanto, y para abreviar, nos limitaremos a hablar 

de los antecedentes en México. 

Tomando como punto de partida, por considerarlo de 

mayor trascendencia, la Constitución de Yucatán de 1840, esta 

obra ea producto de las grandes aportaciones de Don Manuel 

Crescencio Rejón, que consistieron en la inserción de garantías 

individuales, incluyendo por primera vez la libertad religiosa y 

por su puesto la creación de un medio controlador del régimen 

constitucional que él denominó Amparo, cuyo ejercicio estaba ya 

en manos del Poder Judicial. 
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"Daba Rejón competencia a la Suprema Corte para 

conocer de todo juicio de amparo contra acton del gobernador del.  

Estado (Poder Ejecutivo) o leyes de la legislatura (Poder 

Legislativo), quo entrañaran una violación al Código 

Fundamental. A loo jueces de primera instancia también Rejón 

loe reputaba como órganos de control, pero sólo por actos de 

autoridades distintas del gobernador y de la legislatura que 

violaran las garantían individuales, siendo loe superiores 

jerárquicos de loa propios jueces quienes conocían de los 

amparos interpuestos contra aun actos por análogas violecionee 

constitucionalee".27  

Desde el proyecto do esta Constitución se enumeraron 

con claridad y precisión las garantían individuales, que fueron 

consignadas en el capitulo segundo, articulo 62; por otra parte, 

se estableció un sistema de defensa de la constitucionalidad de 

lan leyes, de lan garantías individuales y un tipo de control 

jurisdiccional, por medio del cual la Suprema Corte de Justicia 

podia amparar en el goce de aun derechos a loe particulares, 

contra actos del Poder Legislativo o providencias del Poder 

Ejecutivo, cuando éstos fueran contrarios a la Constitución. 

27  BURGOA ORIHUELA, Ignacio. El Juicio de Amparo. 32a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1995. PP. 115 y 116. 
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Más tarde, con el llamado Proyecto de Minoría de 1.842 

pe abre un nuevo periodo que abarca de ese año e 1847, dicho 

proyecto fue relatado por los aeñoree Espinosa de loa Monteros, 

Muñoz Ledo y Otero, ente último a quien ee le considera como 

autor principal de dicho proyecto, el cual en la Sección Segunda 

denominada "De loa Derechos Individualea" establece que "La 

Constitución reconoce los derechos del hombre como la base y el 

objeto de len inutitucionee clociales. 	Todas las leyes deben 

respetar y asegurar catos derechon y la protección que ce lea 

concede para todos los individuos-  (articulo 4'), y en el 

articulo 5' otorga a loa derechos del hombre las siguientes 

garantían: ...Libertad Personal ...Propiedad ...Seguridad 

...Igualdad. 	Después de declararse en este proyecto loa 

derechos de los hombres, por primera vez el. Estado Mexicano se 

finca en ideas individuales y liberales. 

En el año de 1847 ocurre algo trascendental: "El Acta 

de Reformas", considerada de gran importancia porque con ella se 

instituye nuestro Juicio de Amparo, el 21 de abril de dicho año, 

fecha en que se aprobó el voto particular de Don Mariano Otero, 

teniendo dos caracterieticas fundamentales: -la intervención de 

la Justicia Federal en los canoa en que fueren violados loa 

derechon del hombre, declarados en la Constitución y, como decía 

Otero, en las demás leyes constitucionales, tanto por el 

Ejecutivo, como por el Legislativo, de la Federación o de loe 
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Estados, fijándose de acta manera, la extensión del juicio de 

amparo y, además, ne estableció que le protección que ne 

concediera tendria efectos particulares para el quejono y el 

caco concreto de que ae trata, sin hacerse declaraciones de 

carácter general 	Existieron otros articulon banadoe en el 

voto particular como son el 22, 23 y 25 del Acta de Reformas. 

El citado articulo 25 decia: "Los Tribunales de la 

Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el 

ejercicio y conservación de loe derechos que lee concede ceta 

Constitución y las leven conetitucionalee, contra todo ataque de 

loa poderee legielativo y ejecutivo, ya de la Federación, ya de 

loa Eatadoe, limitándose dichos tribunalea a impartir eu 

protección en el caso particular sobre el que verse el proceso, 

sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto 

que lo motivare". 

Lamentablemente cuando el Acta de Reforman se aprobó 

no pudo desenvolverse de acuerdo a loa ideales de su creador, 

debido a loe problemas históricos que reinaban en esa época, 

además de que faltaba una ley reglamentaria de loe derechos 

individuales y au inviolabilidad, ea decir, que reglamentara el 

citado artículo 25 y en cu caso al Juicio de Amparo. 	No fue 

28  NORIEGA CANTU, Alfonso. Lecciones de Amparo. Tomo I. 4a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1993. Fág. 98. 
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pino hasta 1849, cuando ne prenentó un proyecto de In Ley 

Constitucional de Garantías Individuales redactado por loo 

Senadores Manuel Robredo, Domingo Ibarra y Mariano Otero, y que 

dentro de la exposición de motivar) relatan una (síntesis de todo 

lo que ce habla logrado hasta entonces respecto a lee garantiese 

individuales, y con el fin de completar ente análisis y llenar 

algunos vacloa que todavía ae encontraban, Otero ne refiere al 

posible estado de excepción, admitiendo una suspensión temporal 

de la garantía relativa al tiempo de la detención, pero cuida de 

que sea por un tiempo determinado, en cano de urgencia y sin 

perjuicio de las demás garantían. También en ene mismo año ee 

presentó un proyecto de la Ley de Amparo propuesto por Vicente 

Romero, el cual como el anterior, tampoco corrió con buena 

suerte. 	No obetanto, la fórmula Otero fue inaertada con 

posterioridad en la segunda fracción del articulo 107 de ln 

Constitución de 1917. 

Iniciando el aflo de 1852, en febrero, para ser más 

precisan, Mariano Ariete presentó ante el Congreso de la Unión 

una iniciativa de Ley Reglamentaria del articulo 25 del Acta de 

Reformas de 1847, en la que se contenían unos quince artículos 

que reglamentaban el medio de defensa de loa derechos 

constitucionales, llamándose por primera vez a nuestro juicio de 

amparo como un recurso; ademán, el procedimiento para combatir 

las leyes o actos violatorioa de la Constitución, emanados de 
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loa Poderea Ejecutivo y Legislativo o de loe Estados. 	Este 

proyecto no llegó a tener vigencia. 

Posterior a una etapa de infortunados esfuerzos por 

establecer el juicio de amparo, llega la Constitución de 1857, 

en la que ne le dio por fin una fisonomía propia y llegó a 

consolidarse "como una institución defensora de la pureza do la 

Constitución y de lee libertades individuales, de tipo 

exclusivamente jurisdiccional".29  

Esta constitución de 1857, en su articulo 102 tomó 

como legado el texto del Voto de Minoría de 1842 y el del 

articulo 25 del Acta de Reformas, consignando loe principioa 

eeenciales del juicio de amparo. Así, el citado articulo 102 

quedó como sigue: "Toda controversia que se suscite por leyes o 

actos de cualquier autoridad que violaren las garantías 

individuales, o de la federación que vulneren o restrinjan la 

soberanía de los Eetados o de éstos cuando invadan la esfera de 

la autoridad federal, se resuelve, a petición de la parte 

agraviada, por medio de una sentencia y de procedimientos y 

formas de orden jurídico, ya por loa tribunales de la Federación 

exclusivamente, ya por éstes juntamente con loe de loa Estados, 

según loe diferentes casos que establezca la Ley Orgánica; pero 

29 Idem. Pág. 104. 
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siempre de manera que la sentencia no se ocupe sino de 

individuos particulares y ne limite a protegerlos y ampararlos 

en el caso especial pobre el que verse el proceso, sin hacer 

ninguna declaración general, respecto de la ley o del acto que 

la motivare. 	En todos estos calme loa tribunales de la 

Federación procederán con la garantía de un jurado compuesto por 

vecinos del Distrito respectivo, cuyo jurado calificará el hecho 

de la manera que disponga la Ley Orgánica. Exceptuándose 

solamente Lao diferencian propiamente contenciosas en que puede 

ser parte para litigar loe derechos civiles, un Estado contra 

otro de la Federación, o ésta contra alguno de aquellos en loa 

que fallará la Suprema Corte Federal, según los procedimientos 

del orden común". 

En el contenido del articulo 102 transcrito, ce 

señalan dos importantes diferencias respecto a len ideas 

plantoadan por Otero, una de ellas fue el establecer que los 

conflictos a que se refería este numeral fueran resueltos ya por 

loe tribunales de la Federación exclusivamente, ya por éetos 

juntamente con los de los Estados, según los diferentes canon, y 

la otra diferencia fue la intervención de un jurado compuesto 

por vecinos del lugar. Este articulo fue muy criticado respecto 

a la unión de los tribunaleo de los Estados con lon de la 

Federación y se proponía que si unos conocían, fuera sin la 

intervención de los otros; también lo fue la participación en el 
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estudio y resolución de lon juicion de amparo de un jurado 

popular. Así como muchos fueron loo que lo objetaron, también 

hubo quienes lo defendieron, tal en el cano de Don Ponciano 

Arriaga, al que se le consideraba como un digno nucesor de Rejón 

y de Otero, afirmando que "lan garantían individuales, 

aneguradan en la ConntitucLón, deben ser respetadas por todas 

las autoridades del pala; loe ataquen que se den a talen 

garantían non ataquen a la Constitución, y de ellos deben 

conocer loe tribunales federalen."30  También lo defendieron el 

aeflor Mata y Don Melchor Ocempo, viendo ente último el medio 

idóneo para satisfacer lan necesidades públican, sin que sea 

necesaria la insurrección y la guerra; consintiendo la prudencia 

en que se ampare al agraviado, sin atacar al legislador en nu 

esfera de soberano. 

Llegado el momento de la promulgación de la 

Conetitución de 1857, ésta comenzó a aplicaran inmediatamente 

después, y al hacer uso de ella los particulares, propusieron la 

interpretación del articulo 14 Constitucional integrándolo como 

una garantía más, ampliando el campo de aplicación del Juicio de 

Amparo, nato llevó a un gran debate entre los que defendían la 

naturaleza del juicio de amparo, con loa que pretendían la 

exacta aplicación de lea leyes en las sentencian. 	Durante el 

3° Idem. Pág. 106. 
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periodo de Ignacio Luta Vallarta como Presidente de la Suprema 

Corte, Ese llegó a la tenia de que únicamente procedia el amparo 

en contra de resoluciones judiciales, en materia penal; pero una 

vez que Vallarta valió de la Corte, Be olvidó su criterio Y, sin 

ninguna restricción, Be aceptó la interpretación del articulo 14 

constitucional, en todos loo juicio de amparo promovidos en 

materia judicial, civil o penal. Ente suceso provocó un 

problema dentro de la impartición de justicia: el rezago de 

numerosos asuntos, por lo que se tomó la determinación de 

adicionar el mencionado articulo 102 en noviembre de 1908 en loe 

siguientes términos: "Cuando la controversia se suscite con 

motivo de violación de garantías individuales en asuntos 

Judiciales del orden civil, solamente podrá ocurrirse a loes 

tribunales de la Federación decpuée de pronunciada la sentencia 

que ponga fin al litigio y contra la cual no concede la ley 

ningún recurso, cuyo efecto puede ser revocado". 

Continuando con los esfuerzos por mejorar la 

institución del Juicio de Amparo, llegamos a este siglo con la 

Constitución de 1917, cuando Don Venustiano Carranza como Primer 

Jefe del Ejército Constitucionalista, expidió un decreto 

convocando a un Congreso Constituyente. En el informe que 

rindió en ene Congreso Be refirió al Juicio de Amparo y destacó 

el hecho de que el mismo se había desnaturalizado , al permitir 

que loe Estados invadieran las facultades exclusivas de la 
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Federación, centralizéndone con ello la adminintreción de 

Justicia. En el texto de ente Constitución, el articulo 14 no 

difirió del correspondiente a la Constitución de 1857, sIn 

embargo, el articulo 102 al fue ampliado conteniendo en él las 

bases de la reglamentación de la naturaleza y procedencia del 

Juicio de amparo. 	Estas reformas pasaron a formar parte del 

actual articulo 107, en el cual dentro de las innovaciones más 

importantes se encuentran las siguientes: "1. Se reguló, con 

todo detalle, como he dicho, la naturaleza y procedencia del 

amparo, fijando Uta bases de su reglamentación; 2. Se hizo una 

distinción fundamental entre lo que se llamó amparo directo que 

procedía ante la Suprema Corte, únicamente en contra de 

sentencias definitivas, dictadas en juicios civiles o penales y 

el amparo indirecto que procedía ante los jueces de Distrito, 

contra actea de autoridades distintas de la judicial; así como 

también, en contra de actos judiciales, ejecutados fuera de 

juicio, después de concluido éste, o bien, dentro del juicio, 

cuando tuvieren sobre las personas o cosas, una ejecución de 

imposible reparación, así como cuando el amparo ae pedía por un 

tercero extrafio al procedimiento; y, por último, cuando el 

amparo se solicita con fundamento en las fracciones II y III del 

articulo 103 constitucional; 3. Se estableció un engorroso 

recurso que se denominó "reparación constitucional", a fin de 

que lea violaciones cometidas durante la secuela del 

procedimiento, se hicieran valer, exclunivamente, al reclamarse 
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la sentencia definitiva, siempre que catea violacionen so 

hubieren impugnado y protestado en contra de ellas 

oportunamente, en el momento de cometerae la violación y, más 

aun, se hubieran alegado, como agravio en segunda instancia; y 

4. Se reguló lo relativo a las responsabilidades en que incurran 

les autoridades responsables, cuando no suspendan el acto 

reclamado, debiendo hacerlo, conforme a la ley y, asimismo, las 

responsabilidades en que pudieran incurrir las mismas 

autoridades responsables, cuando habiéndose concedido el amparo 

en favor de un quejoso, cc insistiera en la repetición del acto 

reclamado o bien, se eludiera el cumplimiento de la sentencia 

que concediera el amparo".31  

Según lo anteriormente dicho con respecto al articulo 

14 constitucional, éste fue propuesto para que se integrara como 

una garantía individual más, después de varios debates en pro y 

en contra de dicha propuesta, fue aceptada; como consecuencia do 

ello, el Juicio de Amparo fue ampliado en su aplicación, pues 

los juicios que se promovieran podían ser de materia judicial, 

civil o penal, dentro de la materia judicial se encontraban lea 

materias administrativas y laboral. 	El texto del citado 

articulo quedó como sigue: "Nadie podrá ser privado de la vida, 

do la libertad o de SUB propiedades, posesiones o derechos, sino 

31  Ide.m. Pp. 114 y 115. 
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mediante juicio seguido ante loo tribunales previamente 

entablecidon, en el que se cumplan lan formalidaden enencialen 

del procedimiento y conforme a lan leyes expedida❑ con 

anterioridad al hecho... en los juicios del orden civil, la 

sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra, o a la 

interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, se fundará 

en los principios generales del derecho". 

Otro articulo que también ae creó y que es de gran 

importancia y trascendencia para el Juicio de Amparo, ea el 16 

constitucional en el que se consagró la garantía de legalidad, 

cuyo texto, en lo conducente, dice: "Nadie puede per molestado 

en su persona, familia, domicilio, papelea y poeenionee, Bino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 

funde y motive la calma legal del procedimiento". 

111.2 Naturaleza jurídica. 

Antes de refalar algunos criterios doctrinales que 

hablan respecto de la naturaleza jurídica del juicio de amparo, 

es conveniente remitirnos al artículo 1' de la Ley de Amparo, 

que en esencia es la réplica del articulo 103 constitucional, y 

que reza lo siguiente: 
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"Art. 1' El juicio de amparo tiene por objeto resolver 

toda controveraia que se suscite: 

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen lna 

garantían individuales; 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que 

vulneren o restrinjan las soberanía de loa Estados; 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que 

invadan la esfera de la autoridad federal". 

Ahora bien, aun cuando del contenido del articulo en 

cita se advierto con claridad el objeto del juicio de amparo, 

los estudiosos del derecho han formulado denominaciones 

distintas a dicho juicio, atribuyéndole características propina, 

ea el caso del Maestro Ignacio Burgoa quien dice que "... ea un 

medio extraordinario de impugnar juridicamente loe actos de las 

autoridades del Estado, pues sólo procede cuando existe una 

contravención constitucional en loa consabidos casos contenidos 

en el articulo 103"; y continúa diciendo a manera de definición: 

"el amparo ea un juicio o proceso que se inicia por la acción 

que ejercita cualquier gobernado ante loa órganos 

jurisdiccionales federales contra todo acto de autoridad (latu 

senau) que le cause un agravio en su esfera jurídica y que 

considere contrario a la Constitución, teniendo por objeto 

invalidar dicho acto o despojarlo de au eficacia por au 
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inconstitucionalidad o ilegalidad en el caso concreto que lo 

origine ...".32  

Por su parte Octavio A. Hernández dice que el amparo 

es "una situación de carácter político, que tiene por objeto 

proteger, bajo las formas tutelares do un procedimiento 

judicial, las garantías que la constitución otorga, o mantener o 

conservar el equilibrio entre los diversos poderes que gobiernan 

la Nación, en cuanto por causa de las invasiones de éstos se 

vean ofendidos o agraviados los derechos de los 

individuos...".33  

Es de hacerse notar que muchos tratadistas del 

derecho, le han dado al amparo el carácter de recurso, 

entendiéndose por éste, el medio ordinario que se interpone ante 

cualquier violación legal, en los términos establecidos por la 

ley correspondiente y con independencia de cualquier infracción 

a la constitución. 

No compartimos la anterior opinión, porque 

consideramos más acertada la denominación de "juicio de amparo", 

pues tal como lo estima quien fuera Ministro de la Suprema Corte 

32 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op cit. Pág. 182. 
33  HERNANDEZ, Octavio A. Curso de Amparo. Editorial Porrúa, S.A. 
México 1983. Pág. 4. 
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de Justicia de la Nación, el Licenciado Arturo Serrano Robles, 

ne trata de una cuestión distinta al juicio inicial, y ea aBi 

porque "quien hasta entonces ha sido juzgador nube a desempeñar 

el papel de parte demandada; y el conflicto a resolver no es ya 

el que fue sometido a la consideración de dicha parte, sino el 

de ni la conducta de ésta configura o no una contravención a la 

Carta Magna. 	Loa preceptos normativos a cuya luz deberá 

resolver el Organo de Control, juez del primitivo juzgador, no 

serán, en consecuencia, exclusivamente los miamon en que dote ee 

apoyó en su oportunidad, sino, además, loe de la Carta Magna. 

Ea más: puede darse el cano de que el citado Organo de Control 

no solamente ae abstenga de establecer ni la ley ordinaria fue 

exacta o inexactamente aplicada, sino que renuelva que tal ley 

no debió haber sido aplicada por Bar contraria a la 

Constitución, lo que no sucede en el recurao...".34  

Luego entonces, concluimos que la naturaleza del 

amparo en la de un juicio, cuyo cometido ea mantener el control 

constitucional, resolviendo ni exinten o no violaciones a la 

garantían consagradas en la Ley Suprema. 

34 	SERRANO ROBLES, Arturo. Manual del Juicio de Amparo. 
Instituto de Especialización Judicial de la S.C.J.N. Editorial 
Themis. México 1988. Pág. 11. 
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111.3 Bases constitucionales del juicio de amparo. 

Len bases constitucionales del amparo, como su nombre 

lo dice non loe preceptos de la Carta Magna que dan origen y 

norman al amparo, y non los artículos 103 y 107, el primero de 

ellos nos señala cuales controversias son materia del amparo; y 

el segundo, establece las bases que sustentarán los 

procedimientos y formas de orden jurídico para resolver dichas 

controversias. 

De estos preceptos constitucionales citados nace una 

ley reglamentaria, la Ley de Amparo. 

111.4 Principios fundamentales del juicio de amparo. 

Estos principios constituyen la estructura del juicio 

de amparo, y los podemos encontrar en el articulo 107 

constitucional. 

A. Principio de instancia de parte agraviada. 

En primer lugar tenemos que el juicio de amparo jamás 

podrá operar oficiosamente, en decir, de acuerdo a la fracción I 
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del articulo 107 de la Constitución, el amparo "ese seguirá 

siempre a instancia de parte agraviada"; siendo indispensable el 

ejercicio de la acción constitucional para que este Juicio surja 

a la vida jurídica. 

Así, para que el juicio constitucional nazca ea 

necesaria la iniciativa de parte, pero como el mismo articulo 

107 lo dice, debe ser la parte agraviada, entendiéndose por 

ésta, la persona a la que se le causa un perjuicio o sufre un 

daño por algún acto de autoridad. Al respecto, también el 

articulo 4• de la Ley de Amparo dice: "el Juicio de amparo 

únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique el 

acto o la ley, el tratado internacional, el reglamento o 

cualquier otro acto que se reclame...* 

Ahora bien, para que el agravio que se causa origine 

un juicio de garantías, tendrá que resentirse siempre de manera 

personal y directa. Se dice personal en cuanto a que el daño o 

perjuicio que se causa se refiera a una persona especifica, y 

directo porque el dallo o perjuicio debe estar efectuándose en el 

momento de la presentación de la demanda de amparo, o bien, tal 

dallo o perjuicio debe ser inminente. 
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B. Principio de prosecución Judicial. 

"Ente principio origina la substanciación del Juicio 

de amparo que tse encuentra prevista en la Ley Reglamentaria de 

loa articuloe 103 y 107 de la Constitución, en la que se 

establecen las forman proceealen que debe revestir el Juicio de 

amparo."35  

El articulo 107 de la Ley Fundamental, en su primer 

párrafo, señala que el amparo, producto de las controversias 

constitucionales previstas por el numeral 103 del mismo 

ordenamiento legal, deben instaurarse y sujetarse a los 

procedimientos y formas de orden Jurídico que el propio articulo 

señala en sus dieciocho fracciones, y que luego la Ley de Amparo 

ha desarrollado en forma amplia y suficiente para integrar el 

sistema y la normatividad del derecho de amparo. 

C. Principio de relatividad. 

Considerado como uno de loe más importantes principios 

del Juicio de amparo, ee refiere a la relatividad de lea 

sentencias que en él se pronuncian. 

35  TRUEBA URBINA, Alberto y Jorge Trueba Barrera. Nueva 
Legislación de Amparo Reformada. 66a. ed. Editorial Porrúa, S.A. 
México 1996. Pág. 473. 
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Conocido también con el nombre de "Fórmula Otero", 

apoyada en nuestra Constitución actual, en la fracción II de su 

articulo 107, que previene: "la sentencia será siempre tal, que 

sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a 

ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse 

la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o 

acto que la motivare...", prevención que con otras palabras 

reproduce el articulo 76 de la Ley de Amparo, al establecer que: 

"las sentencias que se pronuncien en loe juicios de amparo sólo 

Be ocuparán de los individuos particulares o de las personas 

morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, 

limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el 

cazo especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una 

declaración general respecto de la ley o acto que la motivare". 

Claramente se advierte que este principio constriñe 

los efectos de la sentencia que concede la protección de la 

justicia federal solicitada, únicamente al quejoso, de modo que 

quien no haya acudido a solicitar el amparo no podrá 

beneficiarse con la resolución del juzgador de amparo, aun 

cuando se encontrara en el mismo supuesto de agravio que el 

quejoso amparado. 
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En resumen, las sentencias de amparo sólo afectarán 

favorable o desfavorablemente a quienes son partes en el juicio, 

y, exclusivamente por lo que atañe a su relación con el acto 

reclamado. 

D. Principio de definitividad del acto reclamado. 

Este principio hace que el juicio do amparo sea 

procedente únicamente respecto de actos definitivos, coto ea, 

que no sean eueceptibles de modificaciones o invalidación por 

medio de algún recurso ordinario. 

Al respecto el Maestro Juventino V. Castro dice que 

"la esencia de este principio resalta por si misma, ya que se 

pretende que el amparo sea la instancia final que permita la 

anulación de actos de autoridad violatorios de garantías 

individuales, razón por la cual si el resultado que pretende el 

agraviado puede obtenerlo mediante el uno de instrumentos 

ordinarios, se impide la utilización innecesaria del proceso 

constitucional...".36  

36  CASTRO, Juventino V. Garantías y Amparo. 38. ed. Editorial 
Porrúa, S.A. México 1.994. Pág. 326. 
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El fundamento constitucional del principio en comento 

lo encontramos en la fracción III, incisos a) y b) del articulo 

107 que dispone: 

"Articulo 107.- Todas las controversias de que habla 

el articulo 103 se sujetarán a los procedimientos y forman del 

orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las brines 

siguientes: 

Cuando me reclamen actos de tribunales 

Judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo 

procederá en loe casos siguientes: 

a) Contra sentencias definitivas o laudos y 

resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las cuales no 

proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser 

modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en 

ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las 

defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; 

siempre que en materia civil haya mido impugnada la violación en 

el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario 

establecido por la Ley e invocada como agravio en la segunda 

instancia, si se cometió en la primera. 	Estos requisitos no 

serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en 

controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al 

orden y a la estabilidad de la familia; 



b) Contra acton en juicio cuya ejecución sea de 

imponible reparación, fuera de juicio o después de concluido, 

una vez agotados los recursos que en su cano procedan". 

También en la Ley de Amparo se prevé ente principio, 

en nu articulo 73, fraccionen XIII, XIV y XV, al tenor 

niguiente: 

"Art. 73.- El juicio de amparo es improcedente: 

XIII. Contra len resoluciones judiciales o de 

tribunales administrativos o del trabajo respecto de las cuales 

conceda la ley algún recurso o medio de defensa, dentro del 

procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, 

revocadas o nulificadas, aun cuando la parte agraviada no lo 

hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción VII 

del articulo 107 constitucional dispone para los terceros 

extraños. 

XIV. Cuando se esté tramitando ante los tribunales 

ordinarios algún recurso o defensa legal propuesta por el 

quejoso, que pueda tener por efecto modificar, revocar o 

nulificar el acto reclamado. 

XV. Contra actos de autoridades distintas de los 

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban 

ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o 

proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa 

legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o 
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nulificadoe, uiempre que conforme a len misman leyes ae 

suspendan loe efectoe de dichos acton mediante la interposición 

del recurso o medio de defensa legal que haga valer el 

agraviado, ain exigir mayores requisitos que los que la presente 

ley consigna para conceder la suspensión definitiva, 

independientemente de que el acto en al mismo considerado sea o 

no ausceptible de mor suspendido de acuerdo con esta ley." 

Ee conveniente comentar que el principio de 

definitividad a que hemoe estado haciendo referencia, admite 

excepciones por razones muy diversas, algunas contonidaa en la 

Constitución, otras en la Ley de Amparo, y °trae máe, en virtud 

de criterios juriaprudenciales. Ademán, independientemente a lo 

anterior, en el caso particular de la "materia laboral, a la luz 

de la Ley Federal del Trabajo, no exiaten recursos trancendentes 

en la tramitación de loe juicios, puen únicamente están 

previstos y regulados en loa articuloe del 849 al 856, el de 

revisión ... y el de reclamación...".37 	Además de que el 

articulo 848 ea muy claro al exponer que en contra de lea 

resoluciones de las Juntas no procede recurso alguno. 

37  ESQUINCA MUROA, César. El Juicio de Amparo Indirecto en 
Materia de Trabajo. Editorial Porrúa, S.A. México 1994. Pp. 72 y 
73. 
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E. Principio de entricto derecho. 

En este principio los tribunales de amparo deben 

analizar exclusivamente len cueutionea que el solicitante del 

amparo plantea en sun conceptos de violación, o por el 

recurrente en sus agravios, aun cuando del estudio del asunto ae 

advierta que existen violacionen. 

Significa un limite a la actuación de loa tribunales 

de amparo; por ejemplo, porque ordena que "en los fallos que 

aborden la cuestión constitucional planteada en un juicio de 

garantían, sólo deban analizar los conceptos de violación 

expuestos en la demanda reapectiva, ain formular consideracionen 

de inconstitucionalidad de los actos reclamados que no se 

relacionen con dichos concepton...".38  

El principio da que hablamos tiene una excepción 

conocida como suplencia de la queja deficiente y es la propia 

Ley de Amparo la que la establece en el articulo 76 bis, cuyo 

contenido aplicable en materia laboral ea el siguiente: 

"Art. 76 bis.- Las autoridades que conozcan del juicio 

de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de 

39  PURG051 ORIHUELA, Ignacio. Op cit. Pág. 279. 
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violación de la demanda, fiel como la de Ion agravios formuladon 

en los recurnon que esta ley establece, conforme a lo siguiente: 

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado ne 

funde en layen declaradas inconstitucionales por la 

jurieprudencia de la Suprema Corte de Justicia. 

IV. En materia laboral, la suplencia sólo ne aplicará 

en favor del trabajador. 

VI. En otras materias, cuando Be advierta que ha 

habido en contra del quejoso o del particular recurrente una 

violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa." 

En loe casen ya expuestos, en los que el principio de 

estricto derecho no opera, el juzgador de amparo tiene la 

facultad Jurídica de suplir la deficiencia de la queja, esto es, 

que al pronunciar sus resoluciones no ee ciñe a loa conceptos de 

violación formulados en la demanda de amparo, sino que, para 

poder conceder la protección federal, se puede apoyar en 

cualquier aspecto 	inconstitucional de loa actos reclamadon. 

F. Principio de procedencia del amparo. 

Según el articulo 103 de la Constitución Federal, 

conocerán del amparo loa tribunales de la Federación, que en Bu 

orden jerárquico son: la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

loe Tribunalee Colegiado de Circuito, loa Juzgados de Distrito, 
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y excepcionalmente el superior del Tribunal que haya cometido la 

violación, en loe términos del articulo 37 de la Ley de Amparo. 

La Suprema Corte de Justicia do la Nación conocerá de 

los amparos directos que por BU interés, trascendencia y 

características especiales así lo ameriten, en uso de la 

facultad de atracción prevista en el último párrafo de la 

fracción V del articulo 107 de la Constitución Federal. 

Loe Tribunales Colegiados de Circuito conocerán de los 

amparos directos que se promuevan en contra de sentencia 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 

dictado° por loe tribunales civiles, administrativos o del 

trabajo, con arreglo a lo previsto por las fracciones V y VI del 

articulo 107 Constitucional. 

Los juzgados de Distrito conocerán de los amparos 

indirectos que se promuevan contra actos en juicio, fuera de 

juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañan 

a juicio, contra leyes o contra actos de autoridades 

administrativas, con arreglo a lo previsto por la fracción VII 

del articulo 107 Constitucional. 
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111.5 Tipos de amparo. 

Atendiendo a las disposiciones establecidas por la 

Carta Magna, la Ley de Amparo y la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, tenemos dos tipos de amparo: El 

amparo indirecto y el amparo directo, de loe cuales hablaremos a 

continuación. 

a) Amparo indirecto. 

Es aquel que "se inicia ante los jueces de Distrito y 

está sujeto a la posibilidad de ser revisado, a petición de 

parte, por la Suprema Corte de Justicia o por loa Tribunales 

Colegiados de Circuito, según►  el caao".39  

Se conoce también con el nombre de amparo 

biinatancial, por ser, cómo lo dice la definición anterior, 

susceptible de tener una segunda instancia (la revisión); como 

ya se dijo, está encomendado a los jueces de Distrito y su 

procedencia está prevista en la fracción VII del articulo 107 

Constitucional, y reglamentada en el articulo 114 de la Ley de 

Amparo que dice: 

39  GONZALEZ COM. Arturo. El Juicio de Amparo. 4a. ed. 
Editorial Porrúa, S.A. México 1994. Pág. 181. 
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"Art. 114.- El amparo se pedirá ante el Juez de 

I. Contra leyes federales o locales, tratados 

internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la 

República de acuerdo con la fracción I del articulo 09 

constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los 

gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o 

acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en 

vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen 

perjuicios al quejoso;" 

En esencia se refiere al amparo contra leyes. 

"II. Contra actos que no provengan de tribunales 

Judiciales, administrativos o del trabajo". 

Este aspecto lo podemos ilustrar valiéndonos de un 

ejemplo concreto: el articulo 523 de la Ley Federal del Trabajo 

señala las autoridades (verbigracia la Comisión Nacional de los 

Salarios Hicimos) que no son tribunales y tampoco intervienen 

como órganos Jurisdiccionales, sin embargo lee compete la 

aplicación de las normas laborales y cuyos actos el se refieren 

a cuestiones relacionadas con la materia laboral. 

"En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un 

procedimiento seguido en forma de Juicio, el amparo sólo podrá 

promoverse contra la resolución definitiva por violaciones 
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cometidas en la mima revolución o durante el procedimiento, ni 

por virtud de esteta últimas hubiera quedado sin defensa el 

quejoso o privado de loa derechos que la ley de la materia le 

conceda, a no ner que el amparo Boa promovido por perenne 

extraía a la controversia". 

En esta hipóteeie advertimos que el amparo indirecto 

procederá por exclusión sólo cuando sea promovido por persona 

extraía a Juicio porque ésta tiene la facultad de reclamar los 

actos que le afecten tan pronto como tiene conocimiento de 

el loe. 

"III. Contra actos de tribunales judicialen, 

adminietrativon, o del trabajo ojecutadoe fuera de Juicio o 

después de concluido" 

A cate respecto el Licenciado Arturo Serrano Robles 

opina que para loa efectos de esta fracción ce entiende que loa 

actos ejecutados fuera de Juicio, son aquellos que suceden hasta 

antes del emplazamiento; y los actos ejecutados después de 

concluido el juicio, son los realizador después de pronunciada 

la sentencia definitiva, ea decir, loe correspondientes a su 

ejecución. 

"IV. Contra actos en el Juicio que tengan sobre las 

personas o lea cosas una ejecución que sea de imposible 

reparación;" 
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Ea conveniente comentar que Ion actos procesales que 

tienen una ejecución de imponible reparación non aquellos que 

afectan de modo inmediato algún derecho fundamental protegido 

por las garantiera individuales, lo cual sucede cuando se 

trasgreden los derechos sustantivos del quejoso. A diferencia de 

los artos procesales que sólo afectan derechon adjetivos o 

procesales dando lugar al amparo directo. 

"V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, 

que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no 

establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio 

de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, 

siempre que no se trate de juicio de torcería;" 

Es tercero extraño a juicio aquel demandado que no fue 

citado a juicio o que habiendo sido emplazado lo fue en forma 

distinta a la prevenida por la ley. Por otra parte de esta 

fracción se desprende que el presupuesto para la procedencia del 

juicio de garantías es la ausencia de recursos ordinarios o 

medios de defensa a través de los cuales se pueda modificar o 

revocar el acto, no debiendo considerar al juicio de tercería 

como un recurso o medio de defensa. 

"VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de 

loe Estados, en los casos de las fracciones II y III del 

articulo 10  de esta ley." 
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Requisitos do la demanda de amparo indirecto. 

La demanda de amparo indirecto debe reunir tres clases 

de requisitos, que con a saber, los siguientes: 

A. Requisitos de forma. 

La demanda deberá formularse por escrito, salvo las 

excepciones que la misma ley prevé, por la gravedad del cano o 

la urgencia con que la misma debe plantearse. En materia de 

trabajo siempre será por escrito y muy excepcionalmente por vis 

telegráfica. 

Del escrito de demanda deberán exhibirse copias 

suficientes para las autoridades responsables, el Ministerio 

Público, el tercero perjudicado si lo hubiera, y doe para el 

incidente de suspensión si éste se solicitara (articulo 120 de 

la Ley de Amparo). 

B. Requisitos de contenido. 

Están señalados en el articulo 116 de la Ley de Amparo 

y son los siguientes: 
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"I. El nombre y domicilio del quejono y de quien 

promueve en su nombre; 

II. El nombre y domicilio del tercero perjudicado; 

III. La autoridad o autoridades reeponnables; el 

quejoso deberá eefialar a loe Titularen de loe órganos de Estado 

a los que la ley encomienda BU promulgación, cuando se trate de 

amparos contra leyes; 

IV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el 

quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad cuáles non 

loa hechos o abstenciones que le constan y que conatituyen 

antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos 

de violación; 

V. LOB procepton constitucionales que contengan lee 

garantice individuales que el quejoso entizne violadas, aai como 

el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo ne pide 

con fundamento en la fracción I del articulo 1.* de ceta ley; 

VI. Si el amparo ae promueve con fundamento en la 

fracción II del articulo I' de esta ley, deberá precisarse la 

facultad reservada a loe Estados que haya sido invadida por la 

autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la 

fracción III de dicho articulo, se señalará el precepto de la 

Constitución General de la República que contenga la facultad de 

la autoridad federal que haya nido vulnerada o restringida." 
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C. Requisitos de validez. 

Es la firma o huella digital del quejoso, a reserva de 

que si alguien promueve a nombre de éste, en la firma del 

promovente la que debe legitimar la demanda de amparo. 

Nos parece interesante comentar que a ente respecto ne 

pronunció la extinta Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la jurisprudencia número 214, visible en la 

página 146 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 

1917-1995, Tomo VI, Materia Común, que a la letra reza: 

"DEMANDA, FIRMA DE LA, COMO REQUISITO. Si el juicio de amparo 

debe seguirse siempre a instancia de parte agraviada, como lo 

dispone expresamente la fracción I, del articulo 107 

constitucional, no existiendo la firma en el ~rito respectivo, 

no se aprecia la voluntad del que aparece como promovente; eu 

decir, no hay instancia de parte, consecuentemente los actos que 

ne contienen en ól no afectan loe intereses jurídicos del que 

aparece como promovente, lo que genera el sobreseimiento del 

juicio". 

Substanciación del juicio de amparo indirecto. 

Auto inicial: 

Lo primero que el juez de Distrito debe analizar es si 

ea competente para conocer de la demanda de amparo, de ser así, 
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deberá examinarla y el_ encontrare motivo ~tiento e indudable 

de improcedencia (presupuestan del articulo 73), la desechará de 

plano sin suspender el acto reclamado. 

Ea pertinente hacer notar que cuando exiate una calma 

de improcedencia, como ya se dijo, se dictará un acuerdo en el 

que se desechará de plano la demanda de amparo, acuerdo éste en 

contra del cual procede el recurso de revisión que prevé el 

articulo 83, fracción I de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, volviendo al examen de la demanda que hace 

el juez do Distrito, tenemos que de no existir ninguna causa de 

improcedencia, analizará, y en BU caso, prevendrá al queJoao 

para que en el término de tres días, corrija, aclare o complete 

eu demanda: si hubiere irregularidades en su escrito, si faltare 

alguno de loa requisitos de contenido sefialadoe en el articulo 

116, no hubiere precisado el acto reclamado, o no hubiese 

preoentado las copias necesarias de la demanda. 

En el caso de que el quejoso no diera cumplimiento a 

la prevención que se le formule, ae tendrá por no interpuesta la 

demanda. 

Si el juez de Distrito no encontrare motivo de 

improcedencia, ente correcta la demanda, o bien se hubiesen 
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llenado loa requisitos omitidos, admitirá le demanda y en el 

mimo acuerdo solicitará a las autoridades responsables, rindan 

informe con justificación. 

Si hubiere tercero perjudicado, ordenará que se le 

haga saber la demanda y se lo entregue una copia de la misma por 

conducto del actuario o del secretario del. juzgado do Distrito, 

o de la autoridad que conozca del juicio, en el lugar en que 

éste se oiga; y fuera de él, por conducto de la autoridad 

roeponnable, la que deberá remitir la constancia de entrega 

respectiva, dentro del término de cuarenta y ocho horas. 

Señalará día y hora para la celebración de la 

audiencia constitucional, dentro de un término que no deberá 

exceder de treinta días. 

Los jueces de Distrito contarán con veinticuatro horas 

contadas desde la en que fue presentada la demanda para resolver 

al la admite o la desecha. 

Informe justificado: 

El informe con justificación deberá rendirse dentro 

del término de cinco días, plazo que el juez podrá ampliar por 

otros cinco más, si estima que la importancia del asunto lo 

amerita. En todo caso la autoridad responsable debe rendir ese 
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informe con la anticipación que permita que el quejoso tenga 

conocimiento, al menos ocho dial antes de la fecha señalada para 

la celebración de la audiencia conetitucional; ni no lo hace 

col, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo 

que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado_ 

En su informe, la autoridad responsable debe exponer 

lose razones y fundamentos legales que estime pertinentee para 

epetener la constitucionalidad del acto reclamado o la 

improcedencia del juicio, acompañando copia certificada de laos 

constancias que :sustenten dicho informe. 

La falta del informe trae como consecuencia que se 

presuma cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario; o 

en el :supuesto de que habiéndolo rendido no remita la copia 

certificada de las constancias necesarias para apoyarlo, el juez 

en la sentencia le impondrá una multa de diez a ciento cincuenta 

días de Helarlo. 

Si el informe con juatificación ee rendido fuera del 

plazo señalado, el juez podrá tomarlo en cuenta, siempre que losa 

partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las 

prueban que lo desvirtúen. 
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Pruebas: 

De acuerdo a lo previsto en los artículos 150 y 151 de 

la Ley de Amparo, en el amparo indirecto se admitirán toda clase 

de pruebas, excepto la de posiciones y las que fueren contra la 

moral y contra el derecho; deben ofrecerse y rendirse en la 

audiencia constitucional, excepto la documental que podrá 

presentarse con anterioridad sin perjuicio de que se relacione y 

tenga por recibida en la audiencia, aunque no haya gestión 

expresa del interesado. 

Por lo que respecta a las prueban testimonial, 

pericial y de inspección, tienen un plazo de cinco días hábiles 

para anunciares, loe cuales deberán ger previos a la celebración 

de la audiencia, sin contar el día del ofrecimiento de las 

pruebas y el de la audiencia constitucional. 

Con el fin de que las partes estén en posibilidad de 

rendir sus prueban en la audiencia del juicio, los funcionarios 

o autoridades tienen obligación de expedir con la debida 

oportunidad a las partes interesadas, las copias o documentos 

que requieran, de no ser así la audiencia no podrá celebrarse 

hasta en tanto no se expidan, y al efecto se podrá aplazar la 

celebración de la miema por un término que no exceda de diez 

días. 
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Si con el fin de prorrogar la celebración de la 

audiencia en comento, el interesado invocara maliciosamente la 

falta de expedición de copia o documento se le impondrá una 

multa de diez a ciento ochenta días de salario. Cuando de trate 

de actuaciones concluidas pueden pedirse los originales a 

instancia de cualquiera de lea parten. 

Audiencia constitucional: 

La audiencia constitucional en la que tiene 

verificativo la recepción de las prueban ea pública. 

Al declarar abierta la audiencia el secretario hace 

una relación de las constancias que obran en autos, recibiendo 

por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y el 

pedimento del Ministerio Público. 

Si al presentarse algún documento por una de las 

partes, la otra lo objeta de falso, el juez deberá suspender la 

audiencia para continuarla dentro de los diez días siguientes, 

en dicha audiencia se presentarán las pruebas y contrapruebas 

relativas a la autenticidad del documento. La apreciación que 

realiza el juez de la autenticidad del documento sólo surte 

efectos respecto del juicio de amparo, es decir, tal apreciación 

no se puede hacer valer en ningún otro procedimiento. 	Si se 

desechase la objeción el juez impondrá una multa al promovente. 
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En el caso de que no se ofrezcan prueban, o no se 

formulen alegatos, o no formule pedimento el Ministerio Público, 

¿Lel ne hará constar. 

En el caso de la materia laboral las parten podrán 

alegar verbalmente ein que puedan exceder de media hora para 

cada parte, incluyendo lea réplicas y contrarréplicas, acto 

seguido Be da por concluida la audiencia y se procede a dictar 

la resolución correspondiente. 

b) Amparo directo. 

El juicio de amparo directo "ea aquel que ee instaura 

ante los Tribunales Colegiados de Circuito en única instancia, 

ea aquel respecto del cual dichos órganos judiciales federales 

conocen en jurisdicción originaria, esto en, sin que antes de su 

injerencia haya habido ninguna otra instancia, a diferencia de 

lo que sucede tratándose de amparo indirecto, del que conocen en 

segunda instancia o en jurisdicción apelada o derivada, mediante 

la interposición del recurso de revisión contra lan sentencian 

constitucionales pronunciadas por los Jueces de Distrito".40  

4o BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op cit. Pág. 683. 
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La procedencia de amparo directo está prevista en la 

fracción V del articulo 107 Constitucional y reglamentada en el 

articulo 158 de la Ley de Amparo que establece: 

"Art. 158.- El juicio de amparo directo es competencia 

del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los 

términos establecidos en las fracciones V y VI del articulo 107 

constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos 

y resoluciones que pongan fin a un juicio, dictados por 

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto 

de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que 

puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se 

cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte, 

a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del 

fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias 

sentencias, laudos o resoluciones indicados. 

Para loe efectos de este articulo, sólo será 

procedente el juicio de amparo directo contra sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 

dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, 

cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a 

su interpretación jurídica o a los principios generales del 

derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, 

excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o 

cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa. 
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Cuando dentro del juicio surjan cueetionea, que no 

sean de imponible reparación, sobre constitucionalidad de leven, 

tratados internacionales o reglamenten, sólo podrán hacerse 

valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia 

definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio". 

Violaciones cometidas en el procedimiento. 

Respecto de loe casos de procedencia por violaciones 

cometidas durante el procedimiento que afectan las defensas del 

quejoso y trasciendan al resultado del fallo, a que el artículo 

transcrito anteriormente se refiere en el primor párrafo, es 

obligado decir que tales presupuestos están seftaladoe en el 

numeral 159 de dicho ordenamiento legal que dice: 

"159.- En loa juicios seguidos ante tribunales 

civiles, administrativos o del trabajo, ae considerarán violadas 

las leyes del procedimiento y que se afectan lao defensas del 

quejoso: 

I. Cuando no ae le cite al Juicio o se le cite en 

forma distinta de la prevenida por la ley;" 

Podría decirse que de hecho esta fracción no tiene 

aplicación en el amparo directo, y tal aseveración non 

permitimos apoyarla en innumerables criterios Jurisprudenciales 

tanto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como de loa 

Tribunales Colegiados de Circuito y cuya transcripción haría 
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considerarlo más que suficiente procedemos a citar sólo un 

criterio jurieprudencial que a la letra dice: "EMPLAZAMIENTO, 

IRREGULARIDADES EN EL. SON RECLAMABLES EN AMPARO INDIRECTO 

CUANDO EL QUEJOSO SE OSTENTA COMO PERSONA EXTRAÑA AL JUICIO. 

Cuando el quejoso se ostenta como persona extraña al juicio 

reclamando en la demanda de garantlas el emplazamiento efectuado 

en el procedimiento porque no se cumplieron las formalidades 

previstas en los artículos 742 y 743 de la Ley Federal del 

Trabajo, ya sea porque no se le notificó personalmente el 

emplazamiento o porque ne le citó en forma diverge a la prevista 

por la ley, debe acreditar esa circunstancia en el juicio 

constitucional; ahora bien, el articulo 190 de la Ley de Amparo 

establece que las sentencias sólo comprenderán lea cuestionea 

propuestas en la demanda de garantías lo que significa que, dada 

la naturaleza del juicio de amparo directo, lea pruebas que me 

rinden en el mismo únicamente pueden consistir en las 

constancias del expediente formado por la autoridad responsable, 

por lo que si la cuestión planteada se tramitara al través del 

expresado juicio de amparo directo, erquejoso no tendría 

oportunidad de aportar pruebas para acreditar la irregularidad 

del emplazadiento, ya que si bien es cierto que en la fracción I 

del articulo 159 de la Ley de Amparo, se establece como 

violación reclamable en amparo directo el hecho de que al 

quejoso no se le cite a juicio o se le notifique en forma 
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distinta a la previnta por la ley, también es verdad que tal 

disposición no en posible aplicarla cuando el quejoso ce ostenta 

como persona extraña al juicio, ya que de hacerlo esa 

disposición legal, ne dejarla al peticionario de garantice en 

catado de indefensión, porque no se le darla oportunidad de 

comprobar le violación alegada; en tal virtud, al respecto debe 

aplicarse la fracción VII del articulo 107 de la Constitución 

Politica de loa Estados Unidos Mexicanos que determina la 

procedencia del juicio de amparo indirecto cuando el acto de 

autoridad afecte a personas extrañas al juicio." Tesis 

coneultable en las páginas 206 y 206 del Semanario Judicial de 

la Federación, Octava Epoca, Tomo V, Segunda Parte-1. 

"II. Cuando el quejoso haya nido mala o falsamente 

representado en el juicio de que se trate;" 

Esta fracción no se refiere al caso de que el quejoso 

haya nido torpe o negligentemente representado, sino de que un 

falso representante haya intervenido en su nombre en el juicio 

laboral en que se dictó la sentencia o laudo reclamado. 

"III. Cuando no se le reciban lee pruebas que 

legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la 

ley;" 

Por lo que respecta a la materia laboral, son muchos 

los casos en los que loe quejosos reclaman las violaciones 
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relativas a la negativa de recibir pruebas o su ilegal desahogo 

por parte de la responsable. 

"IV. Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, 

a au representante o apoderado;" 

Esta violación puede cometerse en lee forman 

siguientes: "a) Que no se le haya notificado personalmente para 

que acuda ante la junta el día y hora señalados a absolver 

posiciones; b) Que no Be le permita esto último a pesar de catar 

presente en la audiencia en quo debe desahogarse la prueba; c) 

Que se le tenga por confeno de posiciones insidiosas o inútiles; 

d) Que se le tenga por confeso, no obstante que no se negó a 

contestar ni lo hizo en forma evasiva; e) Que se desconozca la 

personalidad del representante legal de una persona moral que 

con ese carácter se presentó a absolver posiciones". 41 

"V. Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de 

nulidad;" 

Lo que Be decida en la resolución incidental puede ser 

impugnado en el amparo directo que se promueva en la sentencia o 

laudo. 

41 	PEREZ MIRA VETE, Rafael. Manual del Juicio de Amparo. 
Instituto de Especialización Judicial de la S.C.J.N. Editorial 
Themis. México 1988. Pág. 534. 
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"VI. Cuando no se le concedan loa términos o prórrogas 

a que tuviere derecho con arreglo a la ley;" 

"VII. Cuando sin su culpa se reciban, sin su 

conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con 

excepción de las que fueren instrumentos públicos:" 

Se deja en estado de indefensión a la parte 

perjudicada al no poder repreguntar a los testigos, interrogar a 

los peritos, objetar documentos privados o intervenir en el 

desahogo de una inspección. 

"VIII. Cuando no se le muestren algunos documentos o 

piezas de autos de manera que no puedan alegar sobre ellos;" 

Esta hipótesis es similar a la anterior porque también 

se le priva de defensa al no poder alegar. 

"IX. Cuando se le desechen los recursos a que tuviere 

derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que 

afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan 

indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo 

articulo;" 

En particular, en materia laboral la Ley Federal del 

Trabajo, en el articulo 848 establece que no procede recurso 

alguno en contra de las resoluciones de las juntas. 
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"X. Cuando el tribunal judicial, administrativo o del 

trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido 

una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un 

tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo 

del juicio, salvo en los casos en que la ley lo faculte 

expresamente para proceder." 

Volviendo nuevamente a comentar respecto de la materia 

de trabajo, tenemos en el articulo 703 de la Ley Laboral que las 

cuestiones de competencia sólo pueden promoverse por 

declinatoria y deben ser resueltas en la misma etapa en que 

fueron opuestas, es decir, en la demanda y excepciones. Y, por 

lo que respecta al segundo aspecto de esta fracción el articulo 

711 del ordenamiento citado dispone que el procedimiento no ce 

suspenderá mientras se tramita la excusa del impedido, salvo 

disposición en contrario. 

"XI. En los demás caeos análogos a los de las 

fraccionen que preceden, a juicio de la Suprema Corte de 

Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según 

corresponda". 

En resumen, las violaciones a las leyes del 

procedimiento citadas, sólo podrán reclamarse en la via de 
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amparo al promoverue la demanda contra la sentencia definitiva, 

laudo o resolución que ponga fin al Juicio. 

Violaciones cometidas en la sentencia definitiva o laudo. 

Para ser más concretos, y en la búsqueda de una 

correcta orientación del presente trabajo, nos concretaremos ha 

hablar de las violaciones cometidas en el laudo, por ser éste en 

buena parte, el motivo de nuestra investigación. 

Las violaciones que con mayor frecuencia ne alega que 

fueron cometidas en el pronunciamiento de los laudo, son en 

rigor de cuatro clanes: 

"a) Violaciones por misión cuando la responsable se 

abstiene de juzgar una o varias accionen o excepciones, o deja 

de analizar una o varias prueban; b) Violaciones por 

incongruencia, cuando se ocupa de cuestiones no planteadas por 

las partes o lo hace en términos diversos de los propuestos por 

éstas; e) Violaciones por la indebida valoración de las prueban 

aportadas al juicio; d) Violaciones por dejar de aplicar la ley 

que rige el cano planteado por las partes o por darle una 

interpretación inexacta o equivocada.'.42  

42  Idem. Pág. 536. 
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Violaciones cometidas en las resoluciones que ponen fin al 

juicio. 

En cuanto a las resoluciones que ponen fin al juicio 

(materia de amparo indirecto hasta antes de las reformas de la 

Ley de Amparo do 1988), en la materia laboral, encontramos las 

que además de arbitrarias carecen de base legal alguna y dan por 

concluido un juicio, lo que puede suceder en dos casos: 

"a) Cuando la demanda ha nido presentada por alguien 

que se ostenta como apoderado del trabajador y, opuesta por el 

demandado la excepción de falta de personalidad, la junta la 

declara procedente; b) Cuando el actor deja de promover durante 

seis meses y Bu promoción en necesaria para la continuación del 

procedimiento, por lo que a petición del demandado Be le tiene 

por desiatida de su acción conforme al articulo 773 de la Ley 

Federal del Trabajo."43  

Requisitos de la demanda de amparo directo. 

La demanda de amparo directo debe reunir tres clases 

de requisitos: 

43  Idem. Pag. 545. 
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A. Requiniton de forma 

La demanda deberá de formularse por encrito. Ademán 

del original deben exhibirse copian de la demanda, una para la 

autoridad responsable para que obre en la carpeta falsa, una 

para cada una de las partes en el juicio do amparo y una para el 

Ministerio Público Federal. 

B. Requinitos de contenido. 

Entán señalados en el articulo 166 de la Ley de Amparo 

y son los siguientes: 

"I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien 

promueva en su nombre; 

II. El nombre y domicilio del tercero perjudicado; 

III. La autoridad o autoridades responsables; 

IV. La sentencia definitiva, laudo o resolución que 

hubiere puesto fin al juicio, constitutivo del acto o de los 

actos reclamados; y ni se reclamaren violaciones a las leyes del 

procedimiento, se precisará cuál en la parte de éste en la que 

se cometió la violación y el motivo por el cual se dejó sin 

defensa al agraviado. 

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o 

resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse 

inconstitucional la ley, el tratado o el reglamento aplicado, 
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violación de la demanda sin señalar como acto reclamado la ley, 

el tratado o el reglamento, y la calificación de éste por el 

tribunal de amparo se hará en la parte considerativa de la 

sentencia; 

V. La fecha en que se haya notificado la sentencia 

definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, 

o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la 

resolución recurrida; 

VI. Los preceptos constitucionales cuya violación se 

reclame y el concepto o conceptos de la misma violación; 

VII. La ley que en concepto del quejoso se haya 

aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las 

violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación 

de las leyes de fondo. 	Lo mismo se observará cuando la 

sentencia se funde en los principios generales del derecho. 

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes 

de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos 

separados y numerados." 

C. Requisitos de validez. 

La firma o huella digital del quejoso, a reserva de 

que si alguien promueve a nombre de éste, es la firma del 

promovente la que debe legitimar la demanda de amparo. 



Substanciación del Juicio de amparo directo. 

En primer lugar, el Tribunal. Colegiado de Circuito 

deberá examinar si ce competente para conocer del Juicio 

constitucional, do ser asi, deberá analizar la demanda y si 

encontrare motivos manifiestos de improcedencia (presupuestos 

del articulo 73), la desechará de plano y comunicará su 

resolución a la autoridad responsable. 

Es oportuno comentar que ese acuerdo de desechamiento 

será dictado por el Magistrado Presidente del Tribunal y podrá 

impugnares por medio del recurso de reclamación (articulo 103 de 

la Ley de Amparo), del cual conocerá el Tribunal Colegiado en 

Pleno. 

Volviendo al examen de la demanda, si no existiera 

causal de improcedencia alguna, pero se observarán 

irregularidades en el escrito, por no satisfacer los requisitos 

de contenido señalados en el articulo 166, el Tribunal Colegiado 

de Circuito prevendrá al promovente para que en un término que 

no exceda de cinco días subsane las omisiones o corrija loe 

defectos en que hubiere incurrido. Si el quejoso no cumpliera 

el requerimiento formulado, se le tendrá por no interpuesta la 



demanda y Be le comunicará la resolución a la autoridad 

responsable. 

Si el Tribunal Colegiado de Circuito no encontrare 

motivo de improcedencia, estuviere correcta la demanda, o bien 

se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda 

y mandará notificar a las parten el acuerdo relativo. 

El Ministerio Público Federal podrá formular pedimento 

si así lo solicita requiriendo loa autos para tal efecto, los 

cuales deberá devolver dentro del término de diez días, contados 

a partir de la fecha en que los haya recibido. y si no los 

devuelve al fenecer dicho plazo, el Tribunal Colegiado de 

Circuito, mandará recogerlos de oficio. 

Ya admitida la demanda de amparo y formulado el 

pedimento del Ministerio Público Federal, en su caco, el 

Presidente del Tribunal Colegiado turnará el expediente dentro 

del término de cinco días al Magistrado relator que corresponda 

(generalmente, en la práctica, ente turno se realiza mediante 

sorteo), a efecto de quo formule por escrito el proyecto de 

resolución redactado en forma de sentencia, pasando una copia 

del mismo a cada uno de los Magistrados. Tocante al aspecto 

anterior, cabe comentar que el. Magistrado relator, a su vez, 

turnará loe asuntos que le correspondan, a sus Secretarios 



100 

proyectintau, quienes los estudiarán y pondrán a consideración 

del mismo Magistrado el proyecto y conclusiones respectivas. La 

formulación del proyecto deberá catar única y exclusivamente 

banada en len conetancias del expediente laboral y en lea 

cuestiones expresadas por el quejoso en la demanda de amparo. 

El auto por virtud del cual ee turna el expediente al 

Magistrado relator tendrá efectoe de citación para sentencia, la 

que ne pronunciará sin discusión pública, dentro de len quince 

días siguientee, por unanimidad o mayoría de vetee. (articulo 

184 do la Ley do Amparo) 

Para hacer del conocimiento de las partes que el 

asunto está próximo a resolverse, loe Magietradoe notarán los 

negocian en lugar visible, con tres diae de anticipación, cuando 

menee, y se resolverán en mi orden, en eeeión privada. 	Los 

proyectos aplazadoe para mejor estudio deberán diecutiree en un 

plazo menor a quince ellas, dicho aplazamiento no podrá ocurrir 

mán de una vez. (articulo 34 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación) 

Si el proyecto del Magistrado relator fuese aprobado 

sin adiciones ni reforman por unanimidad de veteo, se tendrá 

como sentencia definitiva y se firmará, según el articulo 188 de 

la Ley de Amparo, dentro de loe cinco dian siguientes. 	Si no 
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fuere aprobado el proyecto ele designará a uno de los Magistrndoe 

de la mayoria para que redacte la sentencia de acuerdo con loe 

hechos probados y loe fundamentos legalea que se hayan tomado en 

consideración al dictarla, debiendo quedar firmada dentro del 

término de quince días. 

Es procedente decir que loa términos que aeñalan las 

layen relativas a la materia, respecto de la [substanciación de 

los Juicios de amparo, varían en la práctica y con mucha 

frecuencia se prolongan, teniendo como justificación la carga de 

trabajo de los tribunales. 

Volviendo al tema, concluida la cesión, el secretario 

do acuerdos del Tribunal Colegiado, procederá a exhibir en un 

sitio visible la lista de los asuntos fallados y el sentido de 

la resolución dictada en cada uno de ellos, dicha lista deberá 

estar firmada por el citado funcionario. 

Lo dejamos al final, no porque sea menos importante 

pero el menea común, el conocimiento de loe juicios de amparo 

directo por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para lo 

cual puede ejercitar la facultad de atracción a que se refiere 

el último párrafo de la fracción V del articulo 107 

constitucional que dice: 	... La Suprema Corte de Justicia, 

de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 
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Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, 

podrá conocer de los amparos directos que por su interés y 

trascendencia así lo ameriten." 

Una vez decidido que la Suprema Corte de Justicia, se 

evocará al conocimiento del amparo directo respectivo, se estará 

al procedimiento que la Ley de Amparo señala en los artículos 

182, 185, 186, 187, 189, 190 y 191, el cual, aun con sus 

particularidades, es muy similar al que siguen los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

111.6 Resoluciones de Amparo. 

En amparo tenemos dos tipos de resoluciones, que a 

saber son: 

1. Loe autos, que resuelven las cuestiones 

incidentales, como es el caso del incidente de suspensión, 

resolución ésta que desde el punto de vista de la doctrina, en 

particular del Maestro Hurgoa, es incorrecta esa denominación, 

pues debería llamársele sentencia interlocutoria por resolver un 

incidente, aduciendo lo siguiente: "... no estamos de acuerdo 

con la conclusión que se entreve a través de la Ley de Amparo, 

puesto que aquellas resoluciones que indebidamente consideran el 

Código Federal de Procedimientos Civiles y este último 
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ordenamiento como autos y que deciden una cuestión incidental 

cualquiera, revisten todos y cada uno de loe caracteres de una 

sentencia, independientemente de la naturaleza procesal de la 

controversia que renuelven."44  

2. Las nentenciae definitivae, término que se utiliza 

para identificar a aquellas que resuelven las cuestionen de 

fondo o sobreseen el juicio. 

Las sentenciar en el juicio de amparo no tienen 

diferencias fundamentales con respecto a len sentencias que Be 

pronuncian en cualquier otro tipo de juicio; sin embargo, 

aquellas tienen el carácter extraordinario que reviste al Juicio 

de garantice y por tanto, en contra de las cuales lee leyes 

comunes no conceden ningún recurso ordinario por virtud del cual 

puedan ser modificadas o revocadas. 

El Maestro Octavio A. Hernández define a la sentencia 

de amparo de la siguiente manera: "La sentencia en el juicio de 

amparo es la decisión legitima del orden de control 

constitucional expresada en un documento especifico, por cuyo 

medio dicho órgano resuelve, con efectos relativos y, en su 

caso, conforme a estricto derecho, la cuestión principal 

44  EURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op cit. Pág. 524. 
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cometida a su consideración o lee cuentioneo incidentales que 

surgen en el proemio, o resuelve en algunos canos, que el juicio 

se nobreaea."48  

Las sentencias de los juicios de amparo están 

reguladas por las disposiciones contenidas en los artículos 76 

al 81 de la Ley de Amparo. 

Tipos de sentencias definitivas. 

a) Sentencian que sobreseen. Son aquellas que ponen 

fin al juicio de amparo sin resolver sobre la constitucionalidad 

o la inconstitucionalidad del acto reclamado, en virtud de la 

aparición o descubrimiento de alguna de las hipótesis previstas 

en el articulo 74 de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, atendiendo a su naturaleza jurídica, las 

sentencias que sobreseen tienen las siguientes características: 

"-Es definitiva, en tanto que finaliza el juicio de 

amparo mediante la estimación jurídica legal vertida por el 

juzgador sobre las causas de sobreseimiento que la ley prevé. 

46  HERNANDEZ, Octavio A. Op cit. Pág. 292. 
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-En declarativa en tanto se limita a declarar la 

existencia de alguna causa que impide el estudio de la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado. 

-Carece de ejecución, toda vez que ninguna obligación 

impone a la autoridad responsable, la que queda con sus 

facultades libres y expeditas para proceder en el sentido que 

corresponda."48  

b) Sentencian que niegan el amparo. Entendiéndose que 

son aquellas que resuelven la cuestión principal sometida a la 

consideración del órgano de control constitucional, y declara 

que ea constitucional el acto reclamado y, consecuentemente, que 

la Justicia de la Unión no ampara ni protege al quejoso en 

contra del acto reclamado de la autoridad responsable. 

De acuerdo a su naturaleza jurídica tienen las 

siguientes características; 

"-Es definitiva, en tanto que decide el fondo de la 

litio constitucional, aun cuando lo hace en sentido contrario a 

la pretensión del quejoso. 

46  GONGOAA PIMENTEL, Genaro D. Introducción al Estudio del 
Juicio de Amparo. 3a. ed. Editorial Porrúa, S.A. México 1990. 
Pág. 337. 
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-Es declarativa, en tanto se reduce a establecer que 

el acto reclamado no viola ninguna garantía constitucional del 

quejoso. 

-Deja intocado y subsistente el acto reclamado. 

-Carece de ejecución, y por tanto la autoridad 

responsable tiene libren y expeditas sus facultades para 

proceder conforme a las mismas...47  

c) Sentencias que conceden el amparo. 	Las podemos 

definir como aquellas que resuelven la cuestión principal puesta 

a la consideración del órgano de control constitucional, y 

declara que la Justicia do la Unión ampara y protege al quejoso 

en contra del acto reclamado de la autoridad responsable. 

Teniendo por objeto lo que el articulo 80 de la Ley de Amparo 

dice: 

"Art. 80.- La sentencia que concede el amparo tendrá 

por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la 

garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado 

que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado 

sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el 

efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que 

47 Idem. Pp. 337 y 338. 
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obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a 

cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija". 

También las sentencia que conceden el amparo poseen 

caracterlaticae que 011 propia naturaleza jurídica lee 

proporciona, y son las siguientes: 

"-Es definitiva, en tanto que resuelve el fonda de la 

litio constitucional planteada, acogiendo en mentido positivo la 

pretensión del quejoso de que ce establezca que el acto 

reclamado viola garantías individuales. 

-Es de condena, en tanto que obliga a la autoridad 

responsable a restituir al agraviado en el pleno goce de la 

garantid individual violada, restableciendo lace coman al estado 

que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado ea 

de carácter positivo, y, cuando el acto reclamado es de carácter 

negativo el efecto de la sentencia de amparo será, obligar a la 

autoridad a que obre en el mentido de respetar la garantía de 

que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía 

exija. 

-Ea también declarativa, en tanto establece que el 

acto reclamado ha resultado contrario a la Constitución, 

violando garantías individuales."413  

411  Idem. Pág. 338. 
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Requisitos de len nentenciae de amparo. 

A. Requisitos de forma. 	Por lo que respecta a este 

punto, la Ley de Amparo no exige requisito formal alguno que 

deban reunir las nentenciaa de amparo, y aun cuando se aplica 

aupletoriamente el Código Federal de Procedimiento Civiles, éste 

tampoco formula dicha exigencia. 

La realidad ea que la sentencia de amparo, al igual 

que la del derecho común ae divide en tren partes, lea cuales 

conocemos con las niguientee denominacionen: resultandoa, 

coneiderando, resolutivos. 

Los apartados señalados, Ele identifican en eu orden a 

cada una de las fracciones que integran el articulo 77 de la Ley 

de Amparo, que a la letra dicen: 

"Art. 77.- Las sentencias que se dicen en el juicio de 

amparo deben contener: 

La fijación clara y precisa del acto o actos 

reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para 

tenerlos o no por demostrados; 

II. Loe fundamentos legales en que se apoyen para 

sobreseer en el juicio, o bien para declarar la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado; 
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III. Loe puntos resolutivos con que deban terminar, 

concretándose en ellos, con claridad y precisión, el acto o 

actos por los que sobresea, concede o niegue el amparo." 

La parte relativa a los resultandos, "contiene la 

exposición sucinta y concisa del juicio, la narración de loe 

cuestiones o hechos debatidos, tal como se sucedieron durante el 

procedimiento, la comprensión histórica, por así decirlo, de los 

diferentes actos procesales referidos a cada una de las partes 

contendientes."49  

Loe considerandos, que constituyen "los razonamientos 

lógico jurídicos formulados por el juzgador, resultantes de le 

apreciación de las pretensiones de las partes relacionadas con 

elementos probatorios aducidos y presentados o desahogados y las 

situaciones jurídicas abstractas respectivas previstas en la 

ley. "50  

De principio el órgano de control constitucional 

analizará si existen o no causas de improcedencia y 

sobreseimiento en el juicio, ya sea que se hayan propuesto por 

la autoridad responsable o por el tercero perjudicado o el 

juzgador las haya advertido de oficio. 	De ser así, procederá a 

49  EURGCA ORIHUELA, Ignario. Op cit. Pág. 526. 
8° Ibidem. 
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sobreseer el juicio expresando loe fundamentos legales en que se 

apoye para resolver en ene sentido, tal como lo ordena el citado 

articulo 77, fracción II de la Ley de Amparo. 

En el caso contrario de que no existieran causas de 

improcedencia y sobreseimiento, el juzgador de amparo se evocará 

al examen de fondo de la controversia constitucional, estudiando 

loa conceptos de violación hechos valer por el quejoso, 

analizando las pruebas aportadaa al juicio, expresando en forma 

clara y precisa loe razonamientos que apoyados en la ley y en 

los criterios jurieprudencialeB aplicables lo condujeron a 

resolver en tal o cual sentido. 

Por último, loa puntos resolutivos que son 

"propiamente los elementos formaba de una sentencia que otorgan 

a éste el carácter de acto autoritario, ya que en ella se 

condensa o culmina la función jurisdiccional, con efectos 

obligatorios pues tanto loe resultantoe como loe considerandos 

no son Bino la preparación lógico jurídica de la decisión 

judicial, que 	se precisa en las proposiciones 

reeolutivas."el 

61 Idem. Pp. 528 y 529. 
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Así pues, los puntos resolutivos deben especificar con 

claridad los actos por los que se sobresea, se conceda o se 

niegue la protección constitucional, debiendo ser congruentes 

con las consideraciones de la sentencia. 

B. Requisitos de fondo. 	Se pueden clasificar en 

cuatro, mismos que a continuación se enuncian: 

a) Requisito de congruencia. 	Se concibe como aquella 

obligación de dictar la sentencia conforme a lo alegado y 

probado por las partes. 

b) Requisito de precisión y claridad. Traducido este 

requisito en la necesidad de que lo expresado en las sentencian 

sea fácil de comprender y además exacto. Así lo prevé el 

articulo 77 en sus fracciones I y III, de la Ley de Amparo. 

c) Requisito de fundamentación y motivación. La 

decisión que se tome en la sentencia independientemente del 

sentido en que se dicte, se debe apoyar en bases legales, según 

la fracción II del articulo 77 citado, y además debe cumplir con 

lo señalado por loe numerales 14 y 18 constitucionales. 

d) Requisito de exhauetividad. 	Es la obligación de 

resolver todo lo reclamado por el quejoso. 	Aplicado 
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supletoriamente el articulo 352 del Código Federal de 

Procedimiento Civiles que establece: 

"Art. 352.- Cuando hayan sido varios los puntos 

litigiosos, se hará, con la debida separación, la declaración 

correspondiente a cada uno de ellos". 

Principios que rigen las sentencias de amparo. 

El pronunciamiento de las sentencias de amparo se rige 

por ciertos principios, que a saber son: 

1. Principio de relatividad de los efectos de las 

'sentencias. Este principio, como ya sabemos esta contenido en 

el articulo 76 de la Ley de Amparo, que dice: 

"Art. 76.- Las sentencias que ae pronuncien en loa 

juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos 

particulares o do lea personas morales, privadas u oficiales que 

lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, 

si procediere, en el caso especial sobre el que versa la 

demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o 

acto que la motivare." 

A este respecto el distinguido Jurista Juventino V. 

Castro, menciona dos aspectos: El primero relativo a los efectos 

de las sentencian estimatorias tratándose de actos reclamados no 
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legislativos, que en esencia se refieren al derecho de amparo 

cuando se trata de "un acto concreto proveniente de autoridades 

judiciales o administrativas, que impugne especificamente un 

quejoso, y que sólo aprovecha a él y no a ninguna otra persona, 

pero que a través de precedentes Jurisprudenciales pueden llegar 

a constituir normas generales obligatorias para todas las 

autoridades judiciales, bajo nuestro sistema, que se enfrentan a 

Casos idénticos o similares a aquel que prevé la 

Jurisprudencia."52  

El segundo aspecto, referente a la generalidad de los 

efectos de las sentencias estimatorias tratándose de actos 

legisletivon, que en esencia alude a los casos de amparo contra 

leyes, es decir, contra actos legislativos reputados como 

inconstitucionales, ya sea por la sola entrada en vigor de una 

ley o con motivo del primer acto do su aplicación por una 

autoridad. 	En este caso el principio de relatividad de las 

sentencias, lo que produce al conceder el amparo "es que la ley 

no es válida para el quejoso en el amparo, pero que si es 

válido, para todos aquellos que no hayan podido obtener una 

sentencia favorable, por no haberla impugnado en tiempo. 	En 

otras palabras, que la ley ha dejado de tener el carácter de 

12  CAS=, Juvent.t:w V. El Siste.72a del Derech: de Amparo. 2a. 
ed. Editorial Porr.ja. S.A. México 1992. Pág. 254. 



general e impersonal."63  

Por lo que respecta a los demás aspectos de este 

principio en comento, nos remitimos a lo ya expuesto en la parte 

relativa a los principios del juicio de amparo. 

2. Principio de estricto derecho. 	Este principio 

obliga al juzgador de amparo, llámese juez de Distrito, Tribunal 

Colegiado de Circuito o Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

a analizar únicamente loa conceptos de violación expuestos en la 

demanda de garantías, sin formular ninguna consideración 

oficiosa sobre algún aspecto de inconstitucionalidad de los 

actos reclamados que el quejoso no haya formulado al ejercitar 

la acción de amparo. 

Tal principio gobierna el pronunciamiento de las 

sentencias de amparo que se refieren a juicios civiles; en 

juicios administrativos, siempre y cuando los actos reclamados 

no se hayan fundado en una ley declarada inconstitucional por la 

jurisprudencia de la Suprema Corte; en juicios laborales cuando 

el quejoso no sea el trabajador; y en juicios agrarios si la 

acción constitucional la ejercita el pequen° propietario. 

Ibidem. 
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De este principio, al igual que el anterior, hemos 

hecho referencia con anterioridad, y en obvio de repeticiones 

nos remitimos a lo ya expuesto. 

3. Principio de suplencia de la queja deficiente. En 

los casos que no proceda el principio de estricto derecho, el 

órgano de control constitucional posee la facultad u obligación 

de suplir las deficiencias u omisiones en que haya incurrido la 

parte quejosa en su demanda de garantías, o en el recurso de que 

ae trate. Este principio, como ya lo dijimos, está previsto en 

el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, que expone en sus seis 

fracciones loe casos en que procede suplir la deficiencia de los 

conceptos de violación o de los agravios, según corresponda. 

En realidad las fracciones que para nosotros 

representan de mayor interés son las que se refieren a la 

materia laboral, por ser ésta, en buena parte, tema del presente 

trabajo, dichas fracciones a las cuales ya hicimos referencia 

cuando hablamos de loe principios del juicio de amparo y más 

enpecificamente en lo relativo a las excepciones al principio de 

estricto derecho. 

4. Principio de apreciación judicial de las pruebas en 

las sentencias de amparo. Este principio establece la regla que 

deben observar los juzgadores de amparo, la cual Be traduce en 
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la imposibilidad jurídica de apreciar prueban que no hayan sido 

rendidas durante la instancia o procedimiento que dio origen al 

acto reclamado. 

A este respecto, el articulo 78 de la Ley de Amparo 

prevé lo siguiente: 

"Art. 78.- En lea sentencias que se dicten en loa 

Juicios de amparo, el acto reclamado Ese apreciará tal como 

aparezca probado ante la autoridad responsable, y no se 

admitirán ni se tomarán en consideración las prueban que no se 

hubiesen rendido ante dicha autoridad para comprobar los hechos 

que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada. 

En las propias sentencias sólo ce tomarán en 

consideración las pruebas que Justifiquen la existencia del acto 

reclamado y su constitucionalidad o inconstitucionalidad. 

El juez de amparo deberá recabar oficiosamente pruebes 

que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en 

autos y estimen necesarias para la resolución del asunto". 

Por último, para concluir cate punto relativo a las 

resoluciones de amparo, hablaremos de una breve cuestión que 

desde nuestro punto de vista está perdiendo una relativa 

vigencia, es la imposición de multas en loe caeos que prevé el 

artículos 81 de la Ley de Amparo que reza: 
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"Art. 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte 

sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista 

el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de 

retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado 

o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o 

de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá 

al quejoso o a elle representantes, en su caso, al abogado o a 

ambos, una multa de diez a ciento ochenta dios de salario, 

tomando en cuenta las circunstancias del caso". 

Consideramos quo quizá, por el desuno en que ha caldo 

esta medida, son cada vez más frecuentes loe abusos en la 

utilización indebida del instrumento de control constitucional. 
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CAP I TUL() I V 

CASOS DE INCUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO 

DIRECTO EN MATERIA LABORAL. 

El problema del incumplimiento de ejecutorias de 

amparo, se non presenta siempre con aquellas que conceden le 

protección constitucional, pues tal concesión se traduce en una 

condena a la autoridad reeponsable para que repare el agravio 

inferido, restituyendo al quejoso en el pleno goce de la 

garantía individual violada, en los términos del articulo 80 de 

la Ley de Amparo. 

En el tema a estudio, el Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo, tiene la obligación de remitir testimonio de la 

ejecutoria a la Junta responsable a fin de que le de debido 

cumplimiento dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

recepción de dicho testimonio, previniéndole que inmediato a su 

cumplimiento informe del mimo, salvo que por la naturaleza del 

acto, ce requiera de más tiempo, deberá informar al Tribunal 

Colegiado que está en vías de cumplir. Ea decir, ni lo único 

que tiene que hacer la Junta responsable es dictar un nuevo 

laudo, deberá hacerlo dentro de las veinticuatro horas 

ciguientee a la recepción de la ejecutoria, pero ci lo que la 

ejecutoria ordena es que ne reponga el procedimiento y ce dicte 
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un nuevo laudo, es obvio que requerirá de mayor tiempo para 

ello, y asi lo deberá informar. 

Ahora bien, los canoa de incumplimiento que planteamos 

a continuación, algunos, previstos por la Ley de Amparo, y 

otros, que aun cuando ninguna ley los estima como tales, 

nosotros nos permitimos considerarlos, a todos, como verdaderos 

casos de incumplimiento porque creemos que no basta para tener 

por cumplida una ejecutoria el simple hecho de que la autoridad 

responsable deje sin efecto el acto reclamado y pronuncie uno 

nuevo, si éste no restablece "totalmente" al quejoso en el pleno 

goce de la garantía individual violada. Además de que en 

cualquiera de loe casos que expondremos, se está retardando la 

declaración de un derecho y su subsecuente ejecución. 

IV.1 Incumplimiento por exceso o defecto en la 

ejecución de la sentencia de amparo. 

Nos encontremos ante un caso en el que bien se pudo 

concluir el conflicto laboral, pero por causas imputables a la 

autoridad responsable no fue posible, en virtud de que incurrió 

en cualquiera de los dos supuestos siguientes: 

En el primer supuesto, la autoridad responsable 

incurrirá en exceso de ejecución cuando se extralimite, 
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otorgando con demasía el quejoso lo que le corresponde para 

reintegrarlo en el pleno goce de la garantía individual violada: 

o bien, cuando a propósito del cumplimiento de una sentencia 

constitucional, altere la situación en que se encontraban lea 

canas inmediatamente antes de la violación, introduciendo a cata 

última nuevos elementos. 

En el segundo supuesto, si la autoridad responsable no 

realiza todos y cada uno de loa actea ejecutivou o decisorios 

que deben tender a la restitución o restablecimiento del pleno 

goce de la garantía violada, siempre cobre la hipótesis de que 

alguno o algunos de esos actos se hayan desempeñado, non 

encontramos ante defecto en el cumplimiento do una ejecutoria. 

En un laudo que se pronunció en cumplimiento de una 

ejecutoria do amparo, la determinación del defecto o exceso de 

ejecución es una cuestión que está estrechamente vinculada con 

la delimitación del alcance decisorio de la sentencia que otorga 

la protección de la Justicia Federal. 

Por el contrario, cuando exista un laudo en 

cumplimiento de la ejecutoria que concede el amparo, y aquel se 

desvincula con la delimitación del alcance decisorio de ésta, 

entonces nos encontramos ante la presencia de una acto nuevo. 
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En el contido de las coneideraciones anteriores ce 

pronunció la extinta Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en lee tecle Jurisprudencialee siguientee: 

"SENTENCIAS DE AMPARO VINCULATORIAS (QUEJA Y AMPARO). 

Las ejecutorias que dicte la Suprema Corte de Justicia en 

amparan interpuestos contra laudos pronunciados por las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje, en las que se ordene que se dicten 

nuevos laudoe, pueden sor vinculatorias total o parcialmente de 

(latos. Si lee ejecutorias marcan loa puntos resolutivos y los 

fundamentos que debo tener el nuevo laudo, hay vinculación total 

de éste a la ejecutoria. Si la ejecutoria de amparo da puntos y 

fundamentos parciales, bien sea porque remueva impedimentos o 

dilatorias para el laudo de reenvío entre al fondo del negocio y 

las Juntan lo resuelvan ejercitando la plenitud de jurisdicción, 

entonces el segundo laudo estará parcialmente vinculado con la 

ejecutoria. Por último, cuando la Junta responsable omitió el 

examen de pruebas o la calificación de las mismas y el amparo ce 

concede exclusivamente para que se dicte nuevo laudo reparando 

oca violación, entonces ese nuevo laudo estará desvinculado 

totalmente de la ejecutoria en cuanto al fondo substancial del 

negocio. Tanto en la desvinculación total, como en la parcial 

en Ion puntos no vinculados, la Junta responsable, al dictar el 

segundo laudo, goza de plena Jurisdicción y por consecuencia las 

violaciones que en él se cometan no serán de desobediencia de le 

ejecutoria de amparo, sino que serán actos autónomoe de lo 
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juzgado por la ejecutoria y, por tanto, impugnableo mediante un 

nuevo amparo. 	Pero si la Junta responsable, al dictar el 

segundo laudo no acata la vinculación determinada por la 

ejecutoria y da más o menos de lo que en la propia ejecutoria se 

ordenó, entonces se está en el caso previsto por la fracción IX 

del artículo 95 de la Ley de Amparo, por haber incurrido dicha 

autoridad en exceso o defecto en el cumplimiento de la 

ejecutoria, y, en tal evento, el remedio se haya en la queja y 

no en el amparo que sería improcedente". Tesis publicada en el 

Semanario Judicial de la 

página 114. 

"QUEJA, MATERIA 

posibilidad Jurídica de 

determinaciones dictadas 

Arbitraje en uso de su 

determinaciones no 

una sentencia de 

Federación, Sexta Epoca, Volumen XVI, 

AJENA AL RECURSO DE. 	No cabe la 

impugnar en un recurso de queja las 

por las Juntas de Conciliación y 

soberanía jurisdiccional, si dichas 

son resultado del respectivo cumplimiento de 

amparo, ya que sólo puede haber exceso o 

defecto de ejecución, en aquello que se ordena ejecutar, cumplir 

o acatar, pero no en las materias que resultan ajenas a los 

lineamientos de la ejecutoria por cumplimentar, en los términos 

de lo señalado por el articulo 95 fracción IX de la Ley de 

Amparo". 	Tesis publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Séptima Epoca, Quinta Parte, Volumen 103-108, página 

83. 
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Ahora bien, como se pudo obeervar, en loe canoa de 

excono o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo lo 

que procede en el recurso de queja que prevé la Ley de Amparo en 

el articulo 95, fracción IX que dice: 

"Art. 95.- El recurso de queja en procedente: 

IX. Contra actoo de las autoridades reeponnablee, en 

loa canon de la competencia de loe Tribunales Colegiados do 

Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la 

ejecución de le sentencia en que ne haya concedido el amparo al 

quejoso". 

Del contenido de la fracción transcrita oe advierte 

que el recurso en comento en interpondrá ante el Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo que haya pronunciado la 

sentencia de amparo que no se ejecutó en sun términos. 

Ya colocándonos en las reeolucionen que loe pronuncian 

en loe recurooe de queja, encontramos que tratándose de 

ejecución excesiva, la decisión del Tribunal Colegiado será en 

el sentido de declarar fundado el recurso, invalidando los actos 

de la autoridad responeable que haya significado extralimitación 

de la puntual observancia del fallo constitucional de que se 

trata, obligando a acatar éste en sun precisos términos. 
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En el caso contrario, tratándose de ejecución 

defectuosa, la decisión del Tribunal Colegiado será en el 

sentido de declarar fundado el recurso, obligando a la autoridad 

responsable a realizar los actos omitidos para dar cabal 

ejecución al fallo constitucional incumplido. 

Do cualquier manera que el Tribunal Colegiado se 

pronuncie en el caso de que se declarara fundado el recurso de 

queja, la autoridad responsable estará obligada a pronunciar un 

nuevo laudo, y esto implica más tiempo para concluir 

definitivamente la controversia laboral. 

IV.2 Incumplimiento por violaciones procesales. 

Ya con anterioridad non referimos a las violaciones al 

procedimiento que provén las fraccionen I a XI del articulo 159 

de la Ley de Amparo. Pues bien, cuando una ejecutoria de amparo 

ordena en SUB considerandos dejar insubsistente el laudo 

reclamado y, verbigracia, reponer el procedimiento para el 

efecto de que admita y desahogue una prueba confesional, la 

Junta lo hace, pero ilegalmente desecha determinadas posiciones, 

coto constituirá una nueva y diversa violación al procedimiento, 

en el entendido de que en cote caso, el acto influye en el 

resultado del fallo; asi las cosas, Be da nacimiento a un acto 

nuevo, reclamable por tanto, mediante un nuevo amparo directo. 



Ahora bien, acto nuevo, como consecuencia del 

cumplimiento de una ejecutoria de amparo, en una nueva causa o 

motivo, independientemente del sentido de afectación; es decir, 

que los actos que realiza la Junta responsable, cuando 

aparentemente cumplimenta una ejecutoria, no fueron materia de 

la controversia constitucional. 

Por otra parte, basándome en mi corta experiencia como 

integrante del Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, 

y en una visita que realice a los demás Tribunales Colegiados 

Laborales del Primer Circuito, pude constatar a través de sus 

funcionarios, que la mayoría de los asuntos que resuelven en 

amparo directo son por violaciones procesales que afectan las 

defensas del quejoso y trascienden al resultado del fallo, 

circunstancia que cuando procede, provoca la concesión del 

amparo para que se deje insubsistente el laudo reclamado, se 

reponga el procedimiento y me dicte otro laudo. 

El problema estriba en que cuando la Junta responsable 

repone el procedimiento, como en el ejemplo que citamos, vuelve 

a incurrir en el tipo de violaciones que son impugnables a 

través de amparo directo, y asi sucesivamente y de modo 

inconcebible nos encontramos en un sólo expediente laboral, 
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cuatro o cinco laudon, lo que significa mucho tiempo para 

concluir definitivamente un conflicto laboral. 

Un caso similar y con una posible solución al 

problema, plantea la extinta Cuarta Sala de la Suprema Corte de 

Justicia do la Nación, en la tenlo Jurisprudencial visible en el 

Semanario Judicial de la Federación, Sexta Epoca, Volumen XX, 

página 73, que dice: "EJECUTORIAS, INEJECUCION DE LAS. 	Si la 

Junta pronunció un laudo contra el cual se interpuso amparo y la 

Suprema Corte en sentencia ejecutoria concedió la protección 

aolicitada y en cumplimiento de dicha ejecutoria la responsable 

dictó nuevo laudo, y contra ente segundo laudo, el demandante 

interpuso amparo nuevamente, otorgándole la Suprema Corte otra 

vez la protección de la justicia federal y la responsable, 

pretendiendo cumplir con esta última ejecutoria, dictó un tercer 

laudo en el que incurrió de nuevo en las mismas violaciones 

reclamadas anteriormente, resulta que la Junta no ha dado 

cumplimiento a ninguna de las ejecutorias dictadas por la 

Suprema Corte y en consecuencia es un patente cano de 

incumplimiento de ambas ejecutorias y por lo tanto, sólo cabe la 

aplicación de los artículos 107 y 108 de la Ley de Amparo, por 

estar el caso comprendido en la fracción XVI del articulo 107 

constitucional y consecuentemente, cabe que ne turne el 

expediente del incidente de inejecución de sentencia al Pleno de 

esta Suprema Corte para que resuelva lo que estime procedente?' 
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IV.3 Incumplimiento por falta u omisión total en la 

ejecución de la sentencia de amparo. 

De sobra sabemos que la ejecutoria que concede el 

amparo tiene como fin restituir al quejoso en el pleno goce de 

la garantía individual violada, restableciendo las colma al 

estado en que se encontraban antes de la violación, o en su 

caso, respetar la garantía de que se trate y cumplir lo que la 

misma garantía exija. 

Pues bien, en esta hipótesis, no se cumple en lo 

absoluto con el objeto de la ejecutoria que concede el amparo, 

debido a que la Junta responsable se abstiene de realizar 

cualquiera de tales actos, eludiendo la sentencia constitucional 

como si ésta no existiera. Lo que redunda evidentemente en 

perjuicio del quejoso. 

A este respecto consideramos oportuno citar la tesis 

jurisprudencial número 140, consultable en lan páginas 178 y 179 

del Informe de 1989 rendido por su Presidente a la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, Segunda Parte, Tercera Sala, que dice: 

"INCIDENTE DE INEJECUCION DE SENTENCIA. REQUIERE QUE SE IMPUTE A 

LA AUTORIDAD UNA ABSTENCION TOTAL A ACATAR LA EJECUTORIA DE 

AMPARO.- En los incidentes de inejecución de sentencia el 
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estudio y resolución de los mismos debe partir de la heme de que 

ee impute a la autoridad responsable la ausencia total de actos 

encaminados a la ejecución, cuando los actos reclamados asan de 

carácter positivo, o bien se impute la total perelotencia de la 

autoridad reeponeable en su conducta violatoria de garantirse, 

cuando los actos reclamados sean de carácter negativo. 	Por 

tanto las resoluciones deberán contraerse, excluelvamente, a 

estudiar y determinar si la autoridad responsable ea o no 

contumaz para acatar la ejecutoria de amparo, independientemente 

de las cuestionen relativas a las ejecutorias parciales, por 

defecto o exceso, pues para talen casos la Ley de Amparo prevé 

el recurso de queja". 

De la tesis transcrita se infiere que el medio de 

impugnar este proceder de la Junta reeponaable ea el incidente 

de inejecución de sentencia de amparo que prevé el articulo 105, 

párrafo segundo de la Ley de Amparo, que aefiale que si a pesar 

de los requerimientos que el Tribunal Colegiado de Circuito haya 

formulado a la Junta responsable, éste no obedeciera la 

ejecutoria, dicho Tribunal remitirá de oficio el expediente 

original a la Suprema Corte de Justicia para loe efectos de la 

fracción XVI del articulo 107 constitucional, dejando copias 

certificadas de la ejecutoria y de las constancias que fueren 

necesarias para procurar un exacto y debido cumplimiento, esto, 

conforme al artículo 111 de la Ley citada. 
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Como se puede apreciar la autoridad de amparo está 

facultada para que de oficio inicie la tramitación del incidente 

de inejecución, circunstancia distinta al cano de repetición del 

acto reclamado, que más adelante comentaremos, en el que el 

incidente de denuncia de repetición del acto reclamado ee 

promoverá por la parte interesada, lo que no se explica es por 

qué no se faculta a la autoridad de amparo para denunciar do 

oficio ésta última al en ambos canoa se trata de salvaguardar el 

interés público con el exacto cumplimiento de las eJecutoriae de 

amparo, y la autoridad de amparo 	tiene la obligación de 

practicar las diligencias quo Juzgue necesarias para que no no 

burlen aun fallos. 

En cuanto a la aplicación de la fracción XVI del 

articulo 107 constitucional y del articulo 111 de la Ley de 

Amparo, non referiremos en el siguiente punto do este capitulo. 

IV.4 Incumplimiento por repetición del acto reclamado. 

La repetición del acto reclamado se da cuando la 

autoridad responsable reitera o reproduce el acto o los actos 

contra los que se concedió la protección federal. En otras 

palabras, para que exista la repetición del acto reclamado, el 
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acto pouterior que emita la autoridad responsable, debe ser un 

acto con igual sentido de afectación y por el mimo motivo o 

canea eficiente que el acto reclamado. 

Lo anterior lo podemos ilustrar con la tesis 

áurisprudencial número 72, visible en la página 33, de la Gaceta 

al Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, que a la 

letra dice: "REPETICION DEL ACTO RECLAMADO. MATERIA DEL 

INCIDENTE RELATIVO. 	Para comprobar la repetición del acto 

reclamado que regula el articulo 108 de la Ley de Amparo, no 

basta que la autoridad emita otro acto de la misma naturaleza y 

en el mismo sentido del declarado inconstitucional, asno que la 

esencia de esta figura implica la emisión de un acto de 

autoridad que reitere las mismas violaciones de garantías 

individuales que fueron declaradas inconstitucionales en la 

sentencia de amparo. 	Por ello, la autoridad responsable 

incurrirá en las sanciones previetas en la fracción XVI del 

articulo 107 de la Constitución Federal, precisamente por esta 

figura pretende asegurar el respeto de las sentencian de amparo 

revestidae de la firmeza de cosa juzgada." 

El articulo 108 de la Ley de Amparo señala que la 

repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por la parte 

interesada ante el Tribunal Colegiado que conoció del amparo, el 

cual dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a 
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la Junta responsable, así como a loe terceros, para que 

expongan, lo que a su derecho convenga. La resolución del 

Tribunal Colegiado deberá pronunciarse dentro de un término de 

quince dial, ni la mima fuere en el sentido de que existe 

repetición del acto reclamado, dicho Tribunal Colegiado remitirá 

de inmediato el expediente a la Suprema Corte; si por el 

contrario, la resolución declara que no existe dicha repetición, 

el quejoso deberá manifestar su inconformidad dentro del 

términos de cinco días a partir del siguiente al de su 

notificación, a efecto de que se envíen los autos al mencionado 

Alto Tribunal. Transcurrido dicho término sin la presentación 

de la petición, se tendrá por consentida la resolución. La 

Suprema Corte resolverá allegándose de los elementos que estime 

convenientes. 

Tanto en el caso de repetición del acto reclamado, 

como en el de falta u omisión total de cumplimiento de la 

sentencia de amparo, la Suprema Corte de Justicia determinará, 

si procediere, que la autoridad responsable quede separada de su 

cargo inmediatamente y la consignación al Ministerio Público 

para el ejercicio do la acción penal. 

Más aun, con el afán de que se de debido cumplimiento 

a las ejecutorias de amparo, la Ley Reglamentaria, introduce le 

figura del cumplimiento forzoso, a que alude el articulo 111 al 
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indicar que sin perjuicio de lo señalado, en los dos párrafos 

precedentes, el Tribunal Colegiado, debe hacer cumplir la 

ejecutoria de que se trate, dictando lea órdenes necesarias; si 

éstas no fueren obedecidas comisionará el secretario o actuario 

del propio Tribunal para que de cumplimiento a la ejecutoria, 

cuando la naturaleza del acto lo permita, incluso el mismo 

Magistrado que el Tribunal Colegiado de Circuito designe, se 

constituirá en el lugar en que deba dársele cumplimiento, para 

ejecutarla por si mismo. 	Si después de agotarse todos estos 

medios no se obtuviere el cumplimiento de la sentencia, el 

Tribunal Colegiado solicitará por loe conductos legales, el 

auxilio do la fuerza pública, para hacer cumplir la ejecutoria. 

Sin embargo, el propio articulo 111 señala excepciones 

a lo anterior, porque esto no operará en loa canos en que sólo 

lee autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la 

ejecutoria de que Be trata y aquellos en loe que la ejecución 

consista en dictar una nueva resolución en el expediente o 

asunto que haya motivado el acto reclamado, mediante el 

procedimiento que establezca la ley. 	Pero en el caso do la 

materia laboral, lo que los Tribunales Colegiados en Materia de 

Trabajo, normalmente ordenan en sus ejecutorias que conceden el 

amparo, es volver a dictar un nuevo laudo, supuesto que se 

adecua perfectamente a la excepción citada en virtud de que el 

Tribunal Colegiado no puede sustituirse en sus funciones a la 
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Junta, por sor esta última un órgano Jurisdiccional Y aquel un 

órgano de control constitucional. 

Tenemos aqui, desde nuestro particular punto de vista 

una cuestión realmente importante, porque como lo expresamos, el 

cumplimiento forzoso a que se refiere el artículo 111 citado, no 

es aplicable en la materia laboral, consecuentemente estimamos 

que sólo será aplicable, en lo conducente, el articulo 105 de la 

Ley de Amparo para el caso de inejecución; y, el articulo 108 

para el caso do repetición del acto reclamado. Y como ya se 

dijo anteriormente, para ambos casos ee aplicable la fracción 

XVI del articulo 107 constitucional que reza: 

"Art. 107 ... XVI. Si concedido el amparo la autoridad 

responsable insistiera en la repetición del acto reclamado o 

tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la 

Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el 

incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de 

su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si 

fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o 

repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le 

otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la 

autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la 

Suprema Corte de Justicia procederá en loe términos primeramente 

sefialados. 
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"Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema 

Corte de Jueticia, una vez que hubiera determinado el 

incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer 

de oficio el cumplimiento substituto de lee sentencias de 

amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a 

terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que 

pudiera obtener el quejoso. Igualmente. el quejoso podrá 

solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento 

substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza 

del acto lo permita. 

"La inactividad procesal o la falta de promoción de 

parte interesa, en los procedimientos tendientes al cumplimiento 

de las sentencias de amparo, producirá su caducidad en los 

términos de la ley reglamentaria". 

IV.5 Incumplimiento por obscuridad o ambigüedad en los 

efectos para los que se concede el amparo. 

Como sabemos, casi por regla general, los tribunales 

de amparo conceden la protección constitucional "para efectos", 

es decir, al emitir su última consideración el juzgador de 

amparo dice, verbigracia: "En mérito de lo anterior, lo 

procedente es conceder a Manuel Galván Montoya el amparo y la 

protección de la Justicia Federal solicitados "para el efecto" 

de que la Junta, dejando insubsistente el laudo reclamado, dicte 
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otro en el que siguiendo loa lineamienton de esta ejecutoria y 

atendiendo a la litin planteada, fije a quién correspondió la 

carga probatoria y, realizando el anallnie y valoración 

pormenorizada de las prueban aportadas por las parten, resuelva 

la litis como en derecho corresponda; todo ello, fundando y 

motivando debidamente su determinación.- 	Amparo Directo 

1643/96. Manuel Galván Montoya. 27 de marzo de 1996. Unanimidad 

de votos. Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Primer Circuito. 

Esta costumbre de los tribunales de amparo ha nido muy 

criticada tanto por las Juntas de Conciliación y Arbitraje, como 

por los abogados postulantes porque, según argumentan, -el 

amparo se debe conceder de plano, porque la especificación de 

los efectos con frecuencia suele ser confusa-. 

La realidad es que los tribunales de amparo han optado 

por señalar "los efectos para los que conceden la protección 

federal", con la pretensión de que 13118 eJecutorias sean más 

precisas, y por tanto su cumplimiento sea más exacto. 	Sin 

embargo, debe admitirse que en ocasiones también los Juzgadores 

de amparo incurren en obscuridad o ambigüedad en las 

ejecutorias, algunas veces por culpa de una mala o muy rebuscada 

redacción que hace ininteligible el efecto o los efectos para 

los que se concede el amparo, otras veces, quizá por la baja 
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calidad de sun ejecutorias, cuestión que como lo dice el Maestro 

Ignacio Burgoa "obedece a dos factores negativos, a saber, la 

desorbitada proliferación de los Tribunales Colegiados de 

Circuito con la consiguiente merma de la competencia de la 

Suprema Corte y la baja calidad intelectual, académica y cívica 

de varioe de sus miembros componentea".64  

Lo cierto ea que con lo anterior se abre la 

posibilidad do que la Junta responsable ae conduzca y resuelva 

de modo distinto a lo que el juzgador de amparo pretendía en 

realidad, pretensión que no ea posible distinguir en virtud de 

la ambigüedad y obecuridad impresas en su ejecutoria. 

En resumen, lo que provoca esta circunstancia es que 

la parte quejona no quede satisfecha con lo que la Junta 

responsable resuelve, procediendo en consecuencia, a promover un 

nuevo juicio de garantías, lo que objetivamente redunda en mayor 

tiempo para resarcir al quejoso de la violación a aus garantías 

y luego, concluir en definitiva el conflicto laboral. 

54  BURGOA ORIHUELA. Ignacio. Necesaria Reivindicación del 
Prestigio del Poder Judicial Federal. Editorial Porrón. S.A. 
'léxico 1992. Pág. 5. 
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IV.6 Incumplimiento por causas no imputables a la 

autoridad responsable. 

La Junta responsable puede encontrares ante la 

imposibilidad de dar cumplimiento a la ejecutoria, sin causan 

imputables a ella misma, en loe siguientes casos: 

El primer caso lo encontramos cuando el Tribunal 

Colegiado dicta su ejecutoria, por ejemplo, el 1° de febrero de 

1998, pero no es sino hasta quince días después cuando remite el 

testimonio do la resolución a la Junta responsable, y ante ceta 

última autoridad ce celebra convenio entre las partes justamente 

un día antes de recibir la ejecutoria que concede el amparo, en 

el convenio la parte actora se da por pagada de todas sus 

pretensiones y se desiste del amparo interpuesto por ella, 

pidiendo a su vez a la autoridad responsable que informe al 

Tribunal Colegiado de tal desistimiento. La Junta actúa en 

consecuencia e informa al Colegiado solicitando el 

sobreseimiento del juicio de garantían, y en ese momento el 

Tribunal Colegiado remite el testimonio de la ejecutoria en el 

que ne ordena se le de cabal y debido cumplimiento y ademán que 

se le informe de ello; la Junta no podrá cumplir como ae le 

solicita y se limitará sólo a reiterar que las partes llegaron a 

un arreglo y que la materia de la controversia dejó de existir. 
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El segundo caso lo encontramos en el siguiente ejemplo 

y en casos análogos, cuando una ejecutoria ordena que sea 

reinstalado en su puesto un trabajador y éste fallece luego de 

haberne dictado la ejecutoria, la Junta responsable estará 

imposibilitada Jurídica y materialmente para dar total 

cumplimiento a la ejecutoria pues aun cuando condene al pago de 

lee prestaciones inherentes a la reinstalación a quien probara 

tener derecho, la reinstalación no podrá llevarse a cabo, luego 

entonces, la ejecutoria no podrá quedar literalmente cumplida. 

IV.7 Consecuencias del incumplimiento. 

El incumplimiento de los fallos pronunciados en loa 

Juicios de amparo implica el riesgo de hacer nugatorian las 

prescripciones de la Constitución como Ley Fundamental, 

vulnerando el principio de supremacía de le misma, sobre el cual 

se sustenta nuestro régimen Jurídico constitucional. 

El incumplimiento produce que no se restituya al 

quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada, 

contraviniendo lo preceptuado por el articulo 80 de la Ley de 

Amparo. 

La demora, ya en la declaración de un derecho, ya en 

la ejecución del mismo, lesiona los intereses humanos puestos en 
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juego. Consecuencia Ceta que se contrapone con la celeridad, 

principio y característica del derecho laboral, que implica que 

la declaración del derecho y cobre todo, uu ejecución deben ser 

realizados siempre con prontitud, porque en ellas reside el 

secreto de mantener la paz social y la integridad de las 

situaciones jurídico materiales de cada individuo. 

El incumplimiento provoca la promoción de nuevos 

amparos porque al apartarse de los lineamientos de la ejecutoria 

se motiva el nacimiento de una nueva controversia, materia de un 

nuevo juicio de garantías. 

La excesiva, y de cierto modo innecesaria carga de 

trabajo tanto para los tribunales de amparo como para las 

propias juntas de conciliación y arbitraje. 

IV.8 Sugerencias. 

Es realmente dificil poder emitir una sugerencia que 

ponga un alto o que por lo menos frene en buena medida el 

incumplimiento de las ejecutorias de amparo en materia laboral, 

pues como hemos visto a lo largo de este capitulo, el tema es 

por demás complicado, creemos que el problema reside en el 

factor humano que incansablemente procede contrario a lo 

establecido por las normas legales. 	En materia laboral, la ley 
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respectiva tiene (dementen y preceptos necesarios para llevar a 

cabo un buen juicio y en los términos prudentes para no afectar 

en exceso los interesen de las parten, pero desgraciadamente y 

quizá por la flexibilidad de la misma ley, es que el factor 

humano, llámese juzgador, llámese abogado postulante, se encarga 

de desvirtuar el propósito de la ley. 

Por otra parte, ya en los Juicios de amparo, la ley 

relativa también señala términos y procedimientos máa estrictos, 

inclusive tiene un precepto que sefiala que cuando ae advierta 

que se promovió un juicio con el propósito de retardar la 

solución del asunto del que emana el acto reclamado o de 

entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de 

obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al 

quejoso o a sus representantes una multa; además la Ley de 

Amparo contiene un titulo completo relativo a la responsabilidad 

en los juicios de amparo, en el que habla de las sanciones 

aplicables a los funcionarios que conozcan del juicio de amparo, 

a las autoridades responsables y a los quejosos; sin embargo, en 

la práctica se observa que pocas veces se aplican sanciones y no 

dudamos que haya casos que el lo ameriten. 

Ahora bien, nuestra sugerencia consistiría en que la 

Ley Laboral, sin perder su esencia de justicia social que la 

caracteriza, fuera un poco más estricta para quienes hacen abuso 
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de ella promoviendo ociosa y deliberadamente para hacer caer en 

errores y retardos a las autoridades. 

Y en cuanto al instrumento de control constitucional, 

pensamos que ea necesario que efectivamente se apliquen las 

sanciones correspondientes tanto a los Juzgadores de amparo como 

a las juntas de conciliación y arbitraje, en los casos en que 

incurran en el delito de abuso de autoridad, cuando haya falta 

de cumplimiento a las ejecutorias por causas imputables a ellas; 

y en el delito que atenta contra la administración de justicia 

cuando se retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia 

la administración de justicia. Y. por lo que respecta a los 

quejosos, consideramos que en loe casos que lo amerite, se deben 

aplicar las multas a que se hagan acreedores cuando promuevan 

Juicios de amparo con un propósito negativamente deliberado. 

Por último, consideramos también importante que los 

Tribunales Colegiados al pronunciar sus ejecutorias sean lo 

suficientemente claras al expresar los puntos para los que 

conceden el amparo, sin que esto implique que se sustituya en 

sus funciones a las autoridades responsables, sino simple y 

llanamente que si al estudiar el asunto se advierte cuáles 

fueron las violaciones cometidas y los actos que se deben llevar 

a cabo para subsanar las mismas, lo procedente seria que así lo 

expusieran los tribunales de amparo y no sólo declarar que el 

laudo es violatorio de garantías; esto, con el fin de dar menos 
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posibilidades a que las Juntan responsables cometan nuevas 

violaciones que sean ffusceptibles de combatirse mediante un 

nuevo amparo. 
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CON CLU S I ONL S - 

PRIMERA.- Los principios del derecho laboral son 

principios de justicia social que operan como normas Jurídicas 

que buscan el equilibrio en las relaciones entre patrones y 

trabajadores, otorgando además, protección al trabajador en su 

doble aspecto: como uno de loa factores primordiales de la 

producción, y como persona humana. 

SEGUNDA.- Por medio del principio de economía 

procesal se pretende que los conflictos laborales sometidos a la 

actividad jurisdiccional se resuelvan en el menor tiempo 

posible, principio que evidentemente no se practica, prueba de 

ello en el prolongado tiempo que se ocupa para concluir en 

definitiva un juicio laboral. 

TERCERA.- La Doctrina ubica a los principios del 

derecho laboral como garantías para loe trabajadores; la 

costumbre por su parte aporta principios cuando mejora las 

condiciones laborales establecidas en beneficio de la clase 

trabajadora; y, la jurisprudencia aporta el principio de lo 

justo en la interpretación de las leyes laborales o como 

integradoras de las lagunas de la ley. 
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CUARTA.- Por medio del procedimiento laboral 

ordinario no dirimen las controversias entre trabajadores y 

patrones. 

QUINTA.- Con la presentación de la demanda laboral ee 

pone en marcha el órgano jurisdiccional; la conciliación 

pretende terminar con el conflicto laboral para evitar un juicio 

o poner rápido fin a uno ya iniciado; en la etapa de demanda y 

excepciones; no establece la litis; en la etapa de ofrecimiento y 

admisión de pruebas las partes demueatran el origen de aun 

afirmaciones aportando lan pruebas necesarias; con los alegatos 

las partes pretenden evidenciar que la justicia está de nu lado; 

y, con la revolución se pone fin al juicio laboral. 

SEXTA.- Existen tres eluden de resoluciones 

laborales: los acuerdos, lee resoluciones interlocutorias y los 

laudos, estos últimos son loa que deciden sobre el fondo del 

conflicto y son materia de loa amparos directos laborales. 

SEPTIMA.- El juicio de amparo persigue desde nu 

creación el respeto a las garantían individuales y beata 

nuestros días es un medio de control constitucional. 

OCTAVA.- El juicio de amparo tiene como bases 

conatitucionalea loe artículos 103 y 107, el primero de ellos 
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señala cuáles actos son materia de amparo, y el aegundo 

establece los principios procedimentalee y formas del orden 

Jurídico para resolver las controversias que se suelten por 

tales actos. 

NOVENA.- De acuerdo a las disposiciones establecidas 

por la Constitución Federal, la Ley de Amparo y la Ley Orgánica 

del Poder Judicial do la Federación, existen dos tipos de 

amparos: el amparo indirecto y el amparo directo. 

DECIMA.- El amparo indirecto se interpondrá ante el 

juez de Distrito y eu procedencia está prevista por el articulo 

107 constitucional, fracción VII, y reglamentada por el articulo 

114 de la Ley de Amparo. 

DECIMO PRIMERA.- Del amparo directo conocerán los 

Tribunales Colegiados de Circuito y en casos excepcionales la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, su procedencia está 

prevista por el articulo 107 constitucional, fracción V, y 

reglamentada por el numeral 158 de la Ley de Amparo. 

DECIMO SEGUNDA.- Los laudos que se dictan en materia 

laboral serán materia de amparo directo, ya sea por violaciones 

cometidas durante el procedimiento que afectan las defensas del 

quejoso y trascienden al resultado del fallo, o por violaciones 
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cometidas en el mismo laudo, o por violaciones cometidas en las 

resoluciones que ponen fin al juicio. 

DECIMO TERCERA.- Lao sentencias definitivas que ae 

dictan en amparo pueden ser de tres clanes: a) sentencias que 

sobreseen el Juicio de garantías, b) sentencias que niegan el 

amparo, y e) sentencias que conceden el amparo. 

DECIMO CUARTA.- Lee sentencian que conceden el 

amparo imponen a la Junta responsable la obligación de restituir 

al quejoso en el pleno goce de la garantía individual violada, 

restableciendo las C0886 al estado que guardaban antes de la 

violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y 

cuando sea de carácter negativo, se impone a la Junta 

reeponeable la obligación de actuar en el sentido de respetar la 

garantía de que ce trate y a cumplir, por su parte, lo que la 

misma garantía exija. 

DECIMO QUINTA.- El desacato parcial o total de una 

ejecutoria en materia de trabajo que concede el amparo, por 

parte de la Junta responeable, trae como consecuencia la figura 

de incumplimiento de las ejecutorias de amparo laboral, y por 

ende, una contravención a lo preceptuado por el articulo 80 de 

la Ley de Amparo. 
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DECIMO SEXTA.- Siendo que los derechos laborales son 

del orden social, y por tanto requieren de 811 conservación, o en 

su defecto, de su restitución inmediata, el incumplimiento de 

lan ejecutorias laborales va en contra de esta premisa pues 

prolonga en exceso un conflicto laboral, en perjuicio de las 

partes. 

DECIMO SEPTIMA.- El incumplimiento de las 

ejecutorias de amparo directo en materia laboral, y en cualquier 

otra materia da como producto la posibilidad de la promoción de 

nuevos amparo. 

DECIMO OCTAVA.- Ea indispensable que las norman del 

derecho laboral sean Me estrictas, en cuanto se aprecie una 

conducta que pretenda retardar el juicio laboral en forma ociosa 

y deliberada. Igualmente indispensable en que se apliquen 

efectivamente las sancionen que la Ley de Amparo prevé para Ion 

canon en que las autoridades de amparo, las autoridades 

responsables y Ion quejosos, incurran en responsabilidades. 
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